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La presente investigación se encamina a la valoración del parágrafo 2º del 
Acto Legislativo 001 de 2005, norma de rango constitucional que vulnera los 
derechos de libertad de asociación y negociación colectiva, pues limita estos 
derechos cuando se pretenda negociar temas pensionales en pactos o 
convenciones colectivas, y estos reconozcan beneficios superiores a los 
reglados en el Sistema de Seguridad Social en Pensiones. 
 
Para ello se hizo necesario el estudio de los antecedentes que acompañaron 
el desarrollo y protección de los derechos colectivos tras las diferentes 
revoluciones obreras, que permitieron el surgimiento y posterior regulación 
de los derechos de las masas trabajadoras. Reconocimientos que permearon 
nuestro derecho interno, y originaron la protección constitucional de las 
libertades sindicales. 
 
Los antecedentes normativos de dicho Acto modificatorio del artículo 48 de la 
Constitución Nacional, y la justificación que tuvo el Legislador al pronunciarlo 
a pesar de la vulneración de los derechos de libertad de asociación y 
negociación colectiva, cuando el parágrafo 2º del Acto Legislativo 001 de 
2005 dispuso su limitación sin un análisis ponderado de los derechos 




Ante dicho panorama, la finalidad y solución al problema jurídico de esta 
investigación se determinará a partir del estudio del Control de 
Convencionalidad, figura creada por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en decisiones proferidas por ésta, mediante las cuales determinó 
que todos los jueces, tribunales y autoridades administrativas de los Estados 
miembros, están obligados a ejercer su actividad judicial conforme a lo 
establecido en la Convención Americana sobre Derechos humanos, esto es, 
que las garantías contenidas en dicha Convención no pueden ser 
disminuidas por disposiciones legales como el Acto Legislativo 01 de 2005, 
norma que adicionó el artículo 48 de nuestra Constitución Política, y que en 
su parágrafo 2º limitó el derecho de libertad de asociación sindical al 






CONTROL DE CONVENCIONALIDAD: Actividad judicial de competencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de todos los jueces, 
tribunales y autoridades administrativas de los países miembros de la 
Convención Americana, la cual busca la protección y efectividad de todos los 
derechos humanos. El referido control se lleva a cabo sobre las leyes y 
todas las normas que emanan del derecho interno de los Estados miembros, 
respecto de aquellas que vulneran  la Convención Americana Sobre 
Derechos Humanos, instrumentos y principios internacionales. 
 
Libertad de Asociación, Negociación Colectiva, Acto Legislativo 001 de 








This research is aimed at the assessment of paragraph 2 of Legislative Act 
001 of 2005, rule of constitutional status violates the rights of freedom of 
association and collective bargaining by limiting the agreements or 
conventions on pension issues, when they recognize superior benefits to 
regulated in the Social Security System Pension Colombiano. 
 
To do the study of history that accompanied the development and protection 
of collective rights following the various workers' revolutions, which allowed 
the emergence and subsequent regulation of the rights of the working 
masses became necessary. Recognition that permeated our domestic law, 
and originated the constitutional protection of trade union freedoms. 
 
This right of humanity, expressed in the union demands through collective 
bargaining was limited in Colombia with the issue of paragréfo 2nd Legislative 
Act 001 of 2005, to restrict its framework and eliminate de facto the possibility 
of including pension issues . 
 
Due to the foregoing a study of the regulatory background of the Act 
amending Article 48 of the Constitution and the justification that had the 
Legislator to pronounce it was performed. For, from there determine their 
kindness and violation to the rights of freedom of association and collective 
bargaining, and how to have their limitation without a careful analysis of 
constitutional rights at stake. 
 
Given this background, the purpose and solution to the legal problem of this 
research is determined from the study of conventionality control, figure 
created by the Inter-American Court of Human Rights in decisions issued 
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since 2006, by which it determined that all judges , courts and administrative 
authorities of the Member States are obliged to exercise their judicial activity 
under the provisions of the American Convention on human Rights, it ie that 
the guarantees contained in the Convention can not be diminished by laws as 
the Legislative Act 01 2005 rule added to Article 48 of our Constitution, and in 
its 2nd paragraph limited the right of freedom of association by restricting the 





Conventionality control: Judicial Activity jurisdiction of the Inter-American 
Court of Human Rights and all judges, courts and administrative authorities of 
the member countries of the American Convention, which seeks protection 
and realization of all human rights. The aforementioned control is carried out 
on the laws and all rules emanating from the domestic law of the Member 
States, for those that violate the American on Human Rights, Convention 
instruments and international principles. 
 
Freedom of Association, Collective Bargaining, Legislative Act 001 of 2005, 
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La presente investigación se enfocó en el estudio del parágrafo 2º del Acto 
Legislativo 001 de 2015, en lo que atañe a la limitación del derecho de 
asociación y negociación colectiva, cuando estos derechos lograron su 
materialización gracias a las diferentes luchas obreras desde la Revolución 
Industrial, antecedentes que permearon el derecho laboral, permitiendo la 
incorporación de derechos colectivos dentro de las nuevas corrientes 
jurídicas. 
 
La evaluación del parágrafo 2º del Acto Legislativo 001 de 2005 como norma 
vulneradora de la libertad de asociación, por coartar el alcance de dicho 
derecho de asociación cuando limita la negociación colectiva en asuntos 
pensionales, pasando por alto el Artículo 16 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos ratificado por Colombia mediante la Ley 16 de 
1972, y los Convenios 87 y 98 de la OIT, en los cuales se hace alusión a la  
libertad de asociación y la negociación colectiva, mecanismo que permite la 
máxima expresión de la libertad sindical. 
 
Así mismo, se hace referencia a la sostenibilidad financiera del sistema de 
pensiones, el cual fue elevado como principio constitucional en el Acto 
Legislativo 001 de 2005. Pues fue éste principio el que facultó al congreso 
como constituyente secundario, en la supresión y restricción de importantes 
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derechos sociales, entre ellos, el régimen de transición para el 
reconocimiento pensional, al restringir su periodo de rigor jurídico hasta el 31 
de julio de 2010, ello por considerar el grave deficit presupuestal que 
actualmente arroja el Régimen de Prima Media con Prestación Definida. 
 
La expedición del Acto Legislativo 001 de 2005 restringió el derecho de 
libertad de asociación, al proscribirse la posibilidad de negociar derechos de 
pensionales de naturaleza convencional. Tal como quedó redactado en el 
parágrafo 2º de la citada norma. 
 
Sin embargo, y a pesar de la vulneración de derechos humanos contenida en 
el parágrafo 2º del Acto Legislativo 001 de 2005, se presenta una solución a 
dicho problema jurídico, y es la aplicación del Control de Convencionalidad, 
pues ésta actividad judicial de competencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y de todos los jueces, tribunales y autoridades 
administrativas de los países que ratificaron la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. En tanto que el referido control se lleva a cabo sobre las 
leyes y todas las normas que emanan del derecho interno de los estados 
miembros, pero ante todo, recae en las disposiciones legales que vulneran  
la Convención, sus instrumentos y principios internacionales. 
 
Ésta investigación tiene como finalidad demostrar que el control de 
convencionalidad es un mecanismo internacional que permite que los 
funcionarios judiciales inapliquen normas como el parágrafo segundo del 
Acto Legislativo 001 de 2005, en la cual se encuentra contenida la 
vulneración de un derecho humano como la libertad de asociación. 
 
Finalmente, la dinámica del derecho internacional contemporáneo ha 
traspasado las barreras de soberanía de los estados y ha introducido 
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mecanismos que garantizan el pleno ejercicio de derechos y libertades. Así 
pues, los gobiernos se encuentran obligados a restablecer y garantizar lo 
contenido en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y todo 
instrumento internacional ratificado que en su contenido exalte y proteja la 
dignidad humana. 
 
i. Problema de investigación: 
 
La limitación de los derechos de libertad de asociación y negociación 
colectiva en temas pensionales, contenida en el parágrafo 2º del Acto 
Legislativo 01 de 2005, ha hecho necesaria la aplicación del control de 
convencionalidad, entendido éste, como la actividad judicial garante de los 
derechos humanos y que se encuentra en cabeza de Jueces, Magistrados y 
en última instancia, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
   
ii. Pregunta de Investigación: 
 
¿La limitación de los derechos de libertad de asociación y negociación 
colectiva en temas pensionales, contenida en el parágrafo 2º del Acto 
Legislativo 01 de 2005, obliga a las autoridades judiciales a aplicar el control 





El parágrafo 2 del Acto Legislativo 01 de 2005 como norma  de rango 
constitucional, ha limitado el pleno ejercicio de los derechos de libertad de 
asociación y negociación colectiva en temas pensionales. Dicha vulneración 
continúa latente a pesar de los diferentes tratados de derecho internacional 
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que han sido ratificados por Colombia, y que prohíben la limitación de los 
referidos derechos. Por lo anterior, se hace necesaria la aplicación del 
control de convencionalidad, entendido éste, como la actividad judicial 
garante de los derechos humanos y que se encuentra en cabeza de los 
Jueces, Magistrados y en última instancia, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.  
 
El control de convencionalidad permitiría dentro de la actividad judicial 
colombiana, inaplicar el parágrafo 2º del acto legislativo 01 de 2005, en 
garantía del derecho de libertad de asociación establecido en el artículo 16 
de la Convención americana sobre Derechos Humanos y que tiene relación 




En la presente investigación se hace necesaria la evaluación de los 
diferentes instrumentos internacionales que garantizan el pleno ejercicio de 
la libertad de asociación, así como, el alcance del control de 
convencionalidad como mecanismos judicial que garantiza la protección de 
dichos derechos cuando normas del derecho interno colombiano limita su 











CAPÍTULO I. ESTADO DEL ARTE. 
 
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN Y NEGOCIACIÓN COLECTIVA. 
 
“La base de toda asociación está en el pensamiento Aristotélico: El hombre 
es un  ser social.  La asociación con los demás obedece a una necesidad 
vital del hombre: Esta es una necesidad que se deriva de su propia 
naturaleza. Por lo tanto, el derecho de asociación es un derecho que traduce 
una necesidad humana, es decir, un derecho vital del hombre, porque la 
asociación es un imperativo de la naturaleza1” 
 
 
La cita demuestra la magnitud e importancia del derecho de asociación, pues 
desde la antigüedad se resalta como una necesidad vital del hombre, que se 
materializa como un imperativo de la naturaleza.  
 
A pesar de dicha conclusión, que siempre existió en las ideas de aquellas 
personas preocupadas por los derechos inmateriales, en la historia de la 
humanidad no siempre ha sido respetado ni reconocido, incluso en algunos 
periodos turbulentos fue calificado como sedicioso y violento. Fue solo con el 
paso del tiempo y las distintas reivindicaciones sociales, que el derecho de 
asociación dejó de ser un elemento negativo para la estructura de los 
Estados, y pasó a consolidarse en un ejercicio de democracia legítimamente 
reconocido. 
 
Fue en ese proceso histórico, que en razón al principio de asociación, se 
creó también el derecho de asociación sindicial con naturaleza propia con un 
marco restringido de aplicación, esto es, para los sujetos integrantes de la 
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relación laboral, el empleador y el trabajador, dotado con capacidad propia 
para la regulación de los temas económicos suscitados en las relaciones 
laborales que se ve materializado en el ejercicio de la negociación colectiva, 
sin que al efecto en su creación se hubiera vedado ningún aspecto que 
emane directamente de los contratos de trabajo. En el contexto expuesto, se 
analizará sus orígenes históricos y legislativos. 
 
1. La libertad de asociación y negociación colectiva en el contexto 
internacional. 
 
El presente acápite se enfoca en la valoración de los derechos de libertad de 
asociación  y negociación colectiva desde la perspectiva Internacional, a 
partir de la evolución de los derechos colectivos como resultado de las 
diferentes revoluciones de las masas trabajadoras, pues estos movimientos 
sociales son los que han permitido la intervención internacional en la 
protección y garantía progresiva de los derechos laborales. 
 
El nacimiento del Derecho colectivo tiene sus orígenes en países como 
Inglaterra, Alemania, Francia y Estados Unidos, pues fueron sus revoluciones 
sociales y políticas durante el siglo XIX e inicio del XX, las que permitieron 
que el derecho del trabajo se internacionalizaran y los estados comenzaran a 
prever su regulación. 
 
El derecho colectivo se confunde con los primeros pasos de las sociedades 
industrializadas, donde la libertad económica prevalecía por encima de los 
derechos laborales, y la actuación pasiva de los estados alimentaban el 
deseo de protección de las masas obreras quienes observaban el 





Los derechos de asociación y negociación colectiva, son derechos que han 
permitido el pleno desarrollo de la libertad sindical. Esto quiere decir que los 
sindicatos como institución del derecho colectivo del trabajo, tienen un 
carácter permanente y dirigen su actividad hacia el bienestar de sus 
asociados.  
 
En cuanto al desarrollo legal del principio de libertad sindical, éste ha sido 
incorporado en distintas constituciones, como lo es el “art. 123 de la 
Constitución Mexicana de 1917; art. 159 Constitución de Weimar de 1919; 
Preámbulo de las Constituciones de Francia de 1946 y 1958; Carta de la 
O.E.A. 1948; art. 26 de la Carta Interamericana de Garantías Sociales, 
Bogotá 1948; ap. I. inc. B) de la Declaración de Filadelfia; art. 23 de la 
Declaración Universal de los Derechos del Hombre, París 1948; art. 16 del 
Pacto de San José de Costa Rica, ley 23.054; artículo 39 de la Constitución 
Española de 1978, etc.”2.  
 
IVÁN ORTIZ3, también hace referencia al manejo que del derecho de 
asociación ha realizado la Organización Internacional del Trabajo, al definir el 
derecho de asociación como un bloque de garantías que hace parte de los 
denominados derechos fundamentales, por cuanto que se tratan de derechos 
esenciales para la determinación de las condiciones laborales, las cuales se 
garantizan con la libertad de asociación, derecho de huelga y  negociación 
colectiva. 
 
Fue por ello que la Organización Internacional del Trabajo se dio a la tarea 
de promulgar varios instrumentos internacionales sobre el derecho de 
                                                 
2 LIMA, Osvaldo. Derecho Colectivo del Trabajo. Cuyo, Ediciones Jurídicas. Argentina, 1989. Pg. 42. 




asociación, siendo el primero de ellos el Convenio No. 11 de 1921, que 
según César Marcucci4, se ocupó de la sindicalización de los trabajadores 
del agro, pues incluyó aquellos que desarrollaban esta actividad campesina, 
el Convenio No. 87 de 1948 que constituye el texto fundamental para la 
protección sindical, pues regula los aspectos de la libertad de asociación y 
los derechos que se desprenden de su ejercicio, como lo son el derecho a 
constituir organizaciones sindicales sin autorización previa, libertad de 
funcionamiento, de elección de sus representantes y que la disolución de los 
sindicatos se realice por autoridad judicial. 
 
En igual sentido la OIT promulgó el Convenio 98 de 1949, por medio del cual 
se concedió protección contra todo acto de discriminación tendiente a 
menoscabar la libertad sindical en relación con el empleo, contra los actos de 
injerencia por parte de las organizaciones de trabajadores y de los 
empleadores, y por último la promoción de la negociación colectiva5.  
 
La OIT6, en garantía al derecho de negociación colectiva y libertad sindical, 
ha realizado varias investigaciones sobre la injerencia de dichos tratados en 
el derecho interno de los países que han ratificado los Convenio 87 y 98, 
aspecto de relevante importancia en la presente investigación, en tanto que 
se pretende asegurar el derecho de las organizaciones de negociar 
libremente con los empleadores las condiciones de trabajo para tratar de 
mejorar las condiciones de vida y de trabajo de aquellos a quienes 
representan, mientras que las autoridades públicas deben abstenerse 
intervenir de forma que ese derecho sea coartado.  
 
                                                 
4 MARCUCCI DIAZGRANADOS, César. Panorama Contextualizado del Derecho Laboral Sustancial 
Colombiano. Editorial Universidad Cooperativa de Colombia (Educe).Bogotá. 2005. 
5
 AMNISTÍA INTERNACIONAL, Madrid – España, Valderribas, 2007.. Pg. 13 a 15 
6
 OFICINA INTERNACIONAL DEL TRABAJO. La Libertad de Asociación y la Libertad Sindical en la 
Práctica: Lecciones Extraídas. Ginebra, primera edición. 2008. Pg. 21 a 23. 
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Sobre el tema, los Elizabeth Lira y Hugo Rojas7, realizaron un estudio sobre 
la vinculatoriedad de los convenios de la OIT a través del Comité de Libertad 
Sindical, específicamente los relativos a la libertad de asociación y 
negociación colectiva, además de las funciones que cumple dicho comité, 
con relación a la garantía de los derechos de sindicación. 
 
De igual forma, Ivan Ortiz8 realiza un investigación sobre el Sistema 
Interamericano de Protección  de Derechos Humanos, indicando que este es 
el  resultado de la preocupación de la comunidad internacional después de la 
segunda guerra mundial en 1919, pues surgió la necesidad de la unidad de 
las naciones a través de la ONU, organismo internacional creado en junio de 
1946 con el propósito de la seguridad y la paz mundial. 
 
Así mismo, en 1959 se creó la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, que tiene como fin el estudio de los casos de violaciones de 
derechos humanos por parte de los estados miembros, pero es hasta 1967 
que quedan sentadas las bases orgánicas de la Comisión y Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, siendo esta última la encargada de 
fallar los casos que la comisión pone en su conocimiento.  
 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos, dice Iván Ortiz “… es 
una especie de Constitución Política supranacional destinada a la protección de los 
derechos y libertades de los americanos contra los desmanes de los Estados de las 
Américas9”, mientras que Fernando Volio define la Convención como “… un 
cuerpo de Normas Jurídicas, destinado a regular la conducta de los gobiernos en 
                                                 
7
 LIRA ELIZABETH Y ROJAS HUGO. Libertad Sindical y Derechos Humanos, Analisis de los Informes 
del Comité de Libertad Sindical de la OIT (1973 – 1990). Primera edición. Santiago de Chile. Ediciones 
LOM. 2009. Pg. 44 a 52. 
8
 ORTIZ IVAN, Derribados los Obstáculos al Derecho Laboral. Editor Marcel Silva Romero. Bogotá: 
Central Unitaria de Trabajadores de Colombia: equipo jurídico. 2005. P. 174. 
9
 Ibid, p. 177. 
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relación con los gobernadores, como una manera de afirmar el imperio del derecho, 
de un derecho liberado de cualquier condicionamiento que no sea el surgido de las 
ideas más esclarecidas y los preceptos más nobles; de un derecho adversario del 
statu quo y, promotor, más bien, del cambio social10”. 
 
De las definiciones anteriores podríamos precisar, que la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos es una norma supranacional, quiere 
decir esto, que lo que en ella se plasmó, tiene fuerza vinculante y obliga a los 
estados que la han ratificado a su cumplimiento. Por cuanto que su fin son la 
garantía de los derechos de los individuos, en aquellas situaciones donde el 
garante de protección se convierte en vulnerador de aquellos derechos, en el 
caso particular de esta investigación, la libertad de asociación y negociación 
colectiva. 
 
Por lo anterior, podremos afirmar que los derechos humanos contenidos en 
la Convención Americana de Derechos Humanos y sus protocolos 
adicionales, son derechos de relevante protección, no sólo por sus 
antecedentes jurídico - políticos, sino porque son derechos inherentes a las 
personas, y sobre los cuales los deben recaer la plena tutela por parte 
Estados. 
 
Es a partir de esta valoración internacional sobre los derechos humanos, que 
debemos ubicarnos en el artículo 16 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, que regula la Libertad de Asociación, como el “derecho 
de asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, 
                                                 
10
 VOLIO FERNANDO. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos: la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, Organización de los Estados Americano. Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, Fundación Latinoamericana de Abogados, Facultad de Derecho de la Universidad 
de Costa Rica. Seminario Regional Referente a la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
Secretaria General OEA. Washington  D.C. 2006. P. 78.  
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económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquier otra 
índole11”. 
 
La definición anterior nos da certeza sobre la vulneración del Acto Legislativo 
001 de 2005 sobre la libertad de asociación, al restringir la posibilidad de 
negociar condiciones pensionales diferentes a las establecidas en las leyes 
del Sistema General de Pensiones. 
 
 




En el presente título se desarrollará la vinculatoriedad de los tratados 
internacionales sobre derecho laboral dentro de la normativa colombiana, 
para lo cual se hace necesario acudir al artículo 53 y 93 de la Constitución 
Política, donde se establecen que los tratados ratificados por el Estado 
Colombiano en temas de trabajo y Derechos Humanos hacen parte del 
derecho interno, y en el último caso prevalecen dentro del orden interno 
gracias a la figura jurídica del bloque de constitucionalidad. 
 
Respecto del bloque de constitucionalidad, el mismo surgió del derecho 
francés, y permeo el derecho colombiano tras la necesidad de garantizar la 
protección de los derechos de aquellos que han sido victimas de la violencia. 
Sobre dicho punto la Corte Constitucional precisó  que “Este concepto tiene 
su origen en la práctica del Consejo Constitucional Francés, el cual considera 
que, como el Preámbulo de la Constitución de ese país hace referencia al 
Preámbulo de la Constitución derogada de 1946 y a la Declaración de 
Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, esos textos también son 
normas y principios de valor constitucional que condicionan la validez de las 
                                                 
11
 ORTIZ, Op, cit., p. 195.  
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leyes. Según la doctrina francesa, estos textos forman entonces un bloque 
con el articulado de la constitución, de suerte que la infracción por una ley de 
las normas incluidas en el bloque de constitucionalidad comporta la 
inexequibiidad de la disposición legal controlada12” 
 
La doctrina anterior permeó el derecho colombiano y lo encaminó por las 
sendas de la internacionalización del derecho, pues estas nuevas corrientes 
llevaron a los estados ha superar los limites de la soberanía para efectos de 
proteger los derechos humanos. Por tal motivo, se ha hecho necesaria la 
creación de figuras como el bloque de constitucionalidad en garantía del  
derecho internacional humanitario. 
 
Sobre el tema, en Centro de Investigaciones de la Universidad Externado de 
Colombia13, precisó que la primera vez que la Corte Constitucional 
colombiana trató sobre el bloque de constitucionalidad de manera expresa, 
fue mediante el tribunal constitucional en sentencia C – 225 del 18 de mayo 
de 1995, y de la siguiente manera: 
  
“El bloque de constitucionalidad está compuesto por aquellas normas 
y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto 
constitucional, son utilizados como parámetros del control de 
constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente 
integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la 
propia Constitución. Son pues verdaderos  principios y reglas de valor 
constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel constitucional, 
                                                 
12 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 225 del 18 de mayo de 1995. Magistrado Ponente 
Alejandro Martínez Caballero. Expediente No. L.A.T.-040. 
 
13 UNIVERSIDAD EXTERNADO DE COLOMBIA. Departamento de derecho laboral – centro de 




a pesar de que puedan a veces contener mecanismos de reforma 
diversos al de las normas del articulado constitucional stricto sensu”14. 
 
Es decir, que esta figura constitucional permite que las normas contenidas en 
instrumentos internacionales que han sido ratificados por Colombia, hagan 
parte de nuestro derecho interno a pesar de no estar contenidos en nuestra 
constitución política, pues contienen principios y valores innominados que 
por su relevancia son incorporados a nuestra carta política. Bajo esta 
premisa, y en virtud del artículo 93 constitucional se podrá aplicar el control 
de convencionalidad en la protección de libertad de asociación, situación que 
será desarrollada con posterioridad dentro de la presente investigación. 
 
 
1.2. Derecho humano de libertad de asociación y el Control de 




El Acto Legislativo 001 de 2005 en su parágrafo 2º, limitó la negociación 
colectiva en temas pensionales, cuando dichas convenciones reconozcan 
mayores beneficios a los regulados en las leyes del sistema de seguridad 
social en pensiones. Situación que desconoce la protección internacional de 
la libertad sindical, y por ende nos llevará a la inevitable intervención de la 
CIDH a través del mecanismo de control de convencionalidad. 
 
María Rosalba Buitrago15, habla del desconocimiento del derecho de 
negociación colectiva, cuando el mismo tiene rango internacional por ser un 
derecho humano y parte relevante dentro del derecho de libertad sindical. 
                                                 
14 Ibid. 
15 BUITRAGO GUZMÁN, María Rosalba. El Nuevo Derecho a la Seguridad Social del Acto Legislativo 
01 de 2005 en Colombia: Un caso específico de antinomia y contradicción al interior del bloque de 





Sobre el tema, es claro que la limitación al derecho de negociación colectiva 
contenido en el parágrafo 2º del Acto Legislativo 001 de 2005, desconoce 
diferentes instrumentos internacionales en los cuales se encuentran 
contenido de manera expresa, como: 
 
“Convenio 98 de 1949 de la OIT, Convenio 151 de 1978, Convenio 154 de 
1981 y se remonta, dentro del sistema de la OIT, a la Declaración de 
Filadelfia de 1944 como texto pionero de la justicia social en el mundo. De 
manera genérica del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales de 1966 se refiere a la Libertad de Asociación y el Protocolo de 
San Salvador de 1988 se refiere a los derechos sindicales, derechos que, 
dentro de la doctrina, no se pueden entender desligados del derecho a la 




Lo anterior, para confirmar que la libertad de asociación es un derecho humano y se 
encuentra regulado en el artículo 16 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, en la cual establece: 
 
“Artículo 16.  Libertad de Asociación… 1. Todas las personas tienen 
derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, 
económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra 
índole… 2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las 
restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad 
democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del 
orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y 
libertades de los demás… 3. Lo dispuesto en este artículo no impide la 
imposición de restricciones legales, y aun la privación del ejercicio del 




derecho de asociación, a los miembros de las fuerzas armadas y de la 
policía”17.  
 
Esta denominación de derecho humano impone al Estado Colombiano la 
obligación garantizar su pleno ejercicio, el cual se materializa a través de la 
negociación colectiva, derecho que no puede ser limitado de manera 
caprichosa por el legislador, bajo principios de equidad y sostenibilidad 
financiera. Pues prevalecen los tratados sobre derechos humanos y aquellos 
que sobre el tema han sido ratificados por Colombia, esto en virtud del 
Artículo 93 constitucional. 
 
 
2. El Derecho de asociación y negociación colectiva en Colombia. 
 
Para introducirnos dentro de los inicios de los derechos colectivos en 
Colombia, dentro del presente ítem haremos un recorrido sobre el 
sindicalismo en Colombia, esto será de la mano de uno de los académicos 
más versados sobre el tema, Marcel Silva Romero18, quien realiza un análisis 
histórico sobre el sindicalismo en Colombia, indicando previamente que el 
sindicalismo tuvo sus orígenes en  el capitalismo Europeo y Norteamericano 
y en Colombia tiene como propulsor a Rafael Uribe Uribe, quien en 
conferencia del 23 de octubre de 1904 habló de los logros alcanzados por las 
masa obreras de Europa, pero lo inadecuado que sería aplicar dichos 
derechos en la situación que el país viva en temas del trabajo durante esa 
época.  
                                                 
17 CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. Suscrita en la Conferencia 
Especializada Interamericana Sobre Derechos Humanos. San José, Costa Rica, 7 al 22 de noviembre 
de 1969. Art. 16. 
18 SILVA ROMERO, Marcel. Flujos y Reflujos. Reseña histórica sobre el derecho laboral colectivo 
colombiano. Segunda edición. Universidad Nacional de Colombia. Facultad de Derecho, Ciencias 





Sin embargo, fue a principios de siglo y durante la referida conferencia que 
Uribe Uribe, “… aboga porque el salario no sea sólo para la subsistencia, por 
la participación de los trabajadores en las ganancias de las empresas, por 
una legislación de accidentes de trabajo obligando al patrono a 
indemnizarlos, asistencia médica y mejora de los alojamientos de los 
trabajadores de cafetales, trapiches o ingenios, recreación y deporte”19. 
 
En cuanto al tema de libertad de asociación, se debe precisar que durante la 
época indicada, se constituyeron asociaciones de tipo mutual y que 
buscaban socorrer las necesidades de los obreros quienes hacían aportes 
dinerarios, al igual que algunos empleadores, pero dichas asociaciones se 
regulaban por leyes civiles y no alcanzan la fuerza necesaria para hacerse 
sentir el surgimiento de la clase obrera, situación que cambió con el paso de 
los años, pues las ideas de Uribe Uribe dejaron eco en el pensamiento de la 
clase más necesitada del país. 
 
2.1. Antecedentes normativos del Derecho de asociación y 
negociación colectiva en Colombia.  
 
Sobre el tema en necesario referirnos a las primeras normas que regularon 
aspectos relacionados con el sindicalismo en Colombia, donde las primeras 
normas surgieron tras el fenómeno de las huelgas, esto fue a mediados de 
1918, época en la que comienza a manifestarse los grupos de trabajadores 
quienes exigían mejoras en sus condiciones laborales.  
 
Fue así que el gobierno nacional comienza a incluirse dentro de la dinámica 
jurídica de las revoluciones de las clases trabajadoras y comienza a ver la 




necesidad de expedir normas que regulen este fenómeno social. Por tal 
situación, promulgó el Decreto 02 de 1918, que según el autor Marcel Silva 
tenía las siguientes características: 
 
“1º Despenalizar parcialmente el derecho de huelga. 
 
2º Solo permite el abandono del empleo y prohíbe los comités de 
huelga permanentes. 
 
3º Los representantes de los huelguistas deberían ser trabajadores de 
la misma empresa o gremio y si no fuere así se encarcelaría a quien 
violara la disposición. 
 
4º Los extranjeros no pueden participar en la huelga”20. 
 
Dicha regulación es uno de los primeros antecedentes del sindicalismo 
colombiano pero con grandes limitaciones, en tanto, que no se permitía el 
pleno ejercicio de la huelga, uno de los pilares de la libertad sindical y que 
logró su pleno ejercicio tras la introducción a Colombia de pensamientos 
socialistas y revolucionarios que permitieron que a principios del siglo XX, las 
masas trabajadoras y académicos de la época vieran la necesidad de 
reivindicación de los derechos de los trabajadores pobres. 
 
Posteriormente fueron redactadas las Leyes 78 de 1919 y 21 de 1920, pues 
el gobierno nacional tuvo premura en normativizar los aspectos relacionados 
con el derecho de los trabajadores en huelga de no trabajar, sin que con ello 
incurrieran en delitos penales o civiles. Esta situación es una clara 
intervención del estado en los temas de las huelgas, pues limita el derecho 




de no trabajar en cabeza de los que concurran al cese, y el nombramiento de 
delegados para que los represente. 
 
Estas leyes comienzan a regular el procedimiento que debían seguir los 
trabajadores en la etapa de negociación, en decir, se comienza a vislumbrar 
la negociación colectiva, otro pilar de la libertad sindical, y que permite que 
las partes discutan los problemas que se suscitan y busquen soluciones 
oportunas previas a la huelga. Es así como la Ley 21 de 1920, como 
argumento de las exigencias de los  trabajadores ferroviarios, permitió 
mediante la presión de la huelga, que los mismos tuvieran mejoras en su 
jornada laboral, quedando ésta en 8 horas y logrando el pago de 
dominicales. 
 
Pero el camino de las reivindicaciones laborales, encuentra su mayor 
tropiezo en los actos de corrupción y abusos por parte de la United Fruit 
Company en la zona bananera del Magdalena, tras la violenta intervención 
militar en la limitación de las libertades sindicales que constriñeron a los 
huelguistas a desistir en su reclamación por mejoras de sus condiciones de 
trabajo. El 12 de noviembre de 1928 más de 25.000 trabajadores bananeros 
de Ciénaga, convocaron a una  huelga masiva con el fin  de  solicitar a la 
United Fruit Company mejoras laborales como: Aumento del 50% de los 
jornales, reparación por accidentes de trabajo, mejor servicio hospitalario, 
descanso dominical, higiene en las locaciones de los trabajadores, entre 
otras. Recibiendo como respuesta por parte de la empleadora y el Gobierno 
Nacional, el total desconocimiento de las libertades sindicales, entre estas la 
negociación colectiva, pues sus proclamas fueron silenciadas violentamente 




Otra norma que marcó la historia de la clase obrera colombiana fue la Ley 83 
de 1931, mediante la cual, por primera vez se reconoció a los trabajadores el 
derecho a la huelga y a constituir sindicatos sin la intervención de los 
empleadores. El Representante José Joaquín Caicedo, fue quien finalmente 
presentó el proyecto de ley en 1930 y precisó que el objetivo de este 
proyecto de la ley era "fomentar y estimular el espíritu de asociación entre los 
diversos gremios, oficios y profesionales. Porque ello traerá un progreso 
manifiesto para la sociedad, desde luego que organizados los gremios, sus 
intereses estarán mejor defendidos; sus miembros procurarán su mayor 
perfeccionamiento moral e intelectual, y también lucharán por obtener su 
bienestar económico21". 
 
La referida ley reguló la organización de los sindicatos de manera general, 
incluyendo el de empleados, trabajadores y los mixtos. Así mismo, el estado 
se otorgó la facultad de reconocer las personerías jurídicas de los sindicatos, 
establecer cómo debían redactarse los estatutos y las facultades contenidas 
en estos, y por supuesto el tema de sanciones. Esta intervención estatal nos 
lleva a entender que el sindicalismo en Colombia, no se encontraba 
contenido dentro de las prerrogativas de libertad en su ejercicio, sino de las 
limitantes que la Ley estableció impidiendo la autonomía de asociación. 
 
En cuanto a la reforma constitucional de 1936, es palpable el debate sobre el 
intervencionismo estatal, situación que evidenciaba una ruptura con el 
régimen individualista de la Constitución de 1886. Sin embargo, y a pesar de 
la corriente liberal de la época, ésta ruptura era superficial, pues finalmente el 
gobierno se enfocó en activar su intervención en la economía del país, dando 
sus primeros pasos en la consecución de herramientas jurídicas para 
promover y dirigir el desarrollo económico del país. Lo anterior, bajo la 




premisa de la industrialización de algunos sectores, e impulsando relaciones 
capitalistas. Aunque no se enfocó demasiado en temas laborales colectivos, 
pero se percató que el derecho de asociación y por ende la huelga, deberían 
ser elevados a un rango constitucional, pero con la limitación de dicho 
derecho respecto de los servicios públicos. 
 
De igual forma, el Decreto 2350 de 1944 introduce los derechos colectivos 
dentro de las nuevas corrientes modernas, tomando los logros normativos 
que a través de la historia se han alcanzado, adecuándolos a la nueva 
dinámica jurídica, pero limitando el derecho de asociación en el sector 
público, pero creó el fuero sindical como garantía de estabilidad en el empleo 
de los trabajadores sindicalizados. 
  
En cuanto a la Ley 6 de 1945, ésta fue la norma que dio origen a la 
negociación colectiva en el sector privado y para los trabajadores oficiales, 
por cuanto que reguló temas sobre convenciones de trabajo, asociaciones 
profesionales, conflictos colectivos y jurisdicción especial del trabajo. Temas 
que hoy se encuentran regulados en el Código Sustantivo del Trabajo en el 
artículo 467 y ss. Sin embargo, éste código fue redactado en 1950 en virtud 
de los principios de la Constitución de 1886, la cual reconoció garantías 
constitucionales a través de un Estado de Derecho, que hasta la fecha no 
incluían derechos sociales, pero buscó el bienestar y la liberta de clase 








2.2. Diferenciación entre libertad de asociación y la negociación 
colectiva. 
 
Germán Isaza Cadavid22, hace una reseña jurídica y jurisprudencial sobre la 
libertad de asociación y la negociación colectiva, para lo cual hace una 
diferenciación entre el derecho de asociación sindical y la libre asociación, 
indicando que ésta última, es la apreciación genérica de la facultad o 
garantía de toda persona de agruparse para un fin común, mientras que la 
acción sindical, es la garantía o facultad que tienen los trabajadores y 
empleadores para crear organizaciones que propenden por los derechos 
comunes derivados de las relaciones laborales.  
 
Dichos derechos fueron consagrados en la Carta Política de 1991, la cual 
superó el modelo de Estado de Derecho, para convertirse en un “ …modelo 
de Estado social de Derecho que integra el principio social, el democrático y 
el Estado de Derecho23”,es decir, que integra no solo derechos individuales y 
de carácter fundamenta, si no también derechos sociales, como primera 
medida el derecho de libre asociación en el artículo 38. A su vez en la misma 
escala jerárquica se estableció el derecho de asociación sindical, pues el 
artículo 39 establece la libertad de constituir sindicatos o asociaciones, cuyo 
reconocimiento jurídico se producirá con la simple inscripción del acta de 
constitución, también se reconoce a los representantes sindicales un fuero 
especial de protección, así como las demás garantías necesarias para el 
cumplimiento de su gestión. 
 
                                                 
22 ISAZA-Germán, Derecho Laboral Aplicado: Derecho laboral general, individual y colectivo seguridad 
social y pensiones procedimiento laboral. Décima sexta edición. Colombia-Bogotá: Editorial leyer, 
2012, pg. 275 a 277. 
 
23 DAZA - Sandra,  QUINCHE - Rafael. (artículo - Finalidad de los principios y valores 
constitucionales en el contexto del estado social de derecho en Colombia. Universidad libre. 
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Dentro de las garantías mencionadas se hizo alusión a la negociación 
colectiva contemplada en el artículo 55 de la Constitución Política de 
Colombia, derecho que a pesar de estar regulado en los DESC Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, o Derechos de Segunda Generación, 
permite garantizar el desarrollo del derecho fundamental de libertad sindical, 
y por ello es inherente a éste derecho principal, pues permite que los 
intereses de los trabajadores sean representados por los sindicatos, y que 
los mismos los representen en los diferentes conflictos  con sus 
empleadores. Siendo de tal importancia y relevancia, que se contempló como 
deber del Estado la promoción de la negociación colectiva y la concertación 
de los demás medios para la solución pacífica de los conflictos de trabajo. 
 
Dichos postulados recogidos en nuestra Carta Política, obedecen a procesos 
históricos y culturales que dieron lugar al reconocimiento como valor y 
principio del derecho de asociación sindical, y que fue reconocido 
positivamente por su trascendencia social. 
 
A pesar de ello en nuestra legislación con la expedición del Acto Legislativo 
001 de 2005, limitó y  restringió la aplicación del principio de la asociación 
sindical, pues excluyó de la negociación los temas relacionados con el 
reconocimiento de pensiones y extinguió los pactos que sobre el asunto se 
han establecido, aspecto que resulta ser el tema central de ésta investigación 
y que será desarrollada con posterioridad. 
 
3. Acto legislativo 01 de 2005. 
 
El Gobierno Nacional tras la búsqueda de unificación y sostenibilidad del 
Sistema de Seguridad Social Colombiano conforme a lo establecido en la 
Ley 100 de 1993. Se dio a la tarea de redactar una norma que pusiera fin al 
32 
 
régimen de transición regulado en el artículo 36 de la mencionada ley, 
suprimiendo los regímenes especiales y exceptuados, excluyendo el régimen 
de la fuerza pública y al Presidente de la República. De igual forma eliminó 
beneficios pensionales y convencionales, en este último caso, limitando 
derechos como la negociación colectiva en el tema pensional. Este Acto 
legislativo buscó “… arreglar las fallidas reformas al régimen contenidas en 
las Leyes 797 y 860 de 2003 con los principios constitucionales y posturas 
doctrinales frente a los derechos adquiridos, las situaciones jurídicas 
concretas y consolidadas, los derechos ciertos e indiscutibles, las 
expectativas y confianza legítimas, entre otros, tomando el constituyente 
derivado una postura ecléctica acorde con el principio de la proporcionalidad: 
mantener el derecho de transitoriedad de origen legal hasta el año 2014; y a 
su vez aprobando una fórmula intermedia de restringirlo hasta el 31 de julio 
de 2010…24”  
 
Por lo anterior, es necesario tener en cuenta que la promulgación del Acto 
Legislativo 001 de 2005, lo antecede una serie de debates y circunstancias 
que no fueron gratuitas en medio de la relevancia que ha generado, no fue 
una medida tomada a la ligera dado que  proviene de los denominados 
proyectos 34 y 127 de 2004; desde luego desde su redacción se destacan la 
introducción de elementos como: 
 
“… el de equidad y el de sostenibilidad financiera del sistema, los cuales es 
necesario incluir por cuanto se dispone de recursos limitados que deben ser 
distribuidos de acuerdo con las necesidades de la población, para lo cual se 
deben establecer los mecanismos que logren su suficiencia con el fin de que 
realmente se dé la efectividad del derecho”25. 
                                                 
24 OTALVARO RESTREPO Silvio, Transitoriedades Pensionales, Universidad Libre de Colombia, 
Facultad de Derecho, Primera Edición, febrero de 2010, pág. 179. 




3.1. Antecedentes y principales modificaciones introducidas con la 
expedición del Acto Legislativo 001 de 2005. 
 
Como se indicó en la introducción, resulta claro que la inclusión de la 
equidad y la sostenibilidad financiera para efectos de garantizar los derechos 
pensionales, tal como fue explicado por Guillermo Escobar y José Eduardo 
López Ahumada26, quienes indicaron como con el Acto Legislativo 001 de 
2005 se intentó paliar el deficit presupuestal que se venía presentando en el 
Régimen de Prima Media con Prestación Definida con datos financieros en 
los que se demuestra la inversión estatal en su financiamiento, argumento 
que fue el utilizado por el legislador para desconocer y restringir el derecho 
de asociación sindical de naturaleza fundamental con desconocimiento de 
derechos de rango internacional, con lo que se evidencia que se prefirieron 
argumentos de índole económicos con desconocimiento del Artículo 16 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
Respecto a la equidad, los Proyectos de Acto Legislativo Número 34 y 127 
de 2004, precisaron la necesidad de unificar el Sistema de Seguridad Social 
en Pensiones, en tanto, que no debería existir regímenes exceptuados ni 
especiales. Pues el fin de tales normas era la prevalencia de la equidad en 
temas pensionales, y que la misma recayera sobre todos los habitantes del 
territorio colombiano, sobre la discusión indicaron: 
 
                                                                                                                                           
Plenaria Senado Segunda Vuelta al Proyecto de Acto Legislativo Numero 127 De 2004, Cámara 
Acumulado Proyecto De Acto Legislativo 34 de 2004. Cámara, 11 De 2004 Senado. 8 de junio de 
2005, Bogotá, D. C. 
 
26 ESCOBAR GUILLERMO y LÓPEZ AHUMADA JOSÉ, IX Informe Sobre Derechos Humanos Pensiones. 
Trama Editorial. Madrid. 2012. P. 182 – 183. 
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“… Por consiguiente, se hizo necesaria una reforma que asegure un tratamiento 
equitativo en materia pensional que cobije a todos los colombianos, para lo cual 
a partir de la vigencia del Acto Legislativo no habrá regímenes especiales ni 
exceptuados, sin perjuicio del aplicable a la Fuerza Pública, habida cuenta de 
las características de este grupo de servidores públicos y de los riesgos a que 
sus integrantes están sometidos se justifica mantener un régimen especial como 
sucede en muchos países del mundo, y el Presidente27…”.  
 
En la presente discusión se presentó una contradicción contra el principio de 
unificación del sistema al permitirse regímenes exceptuados como el de la 
fuerza pública, desvirtuándose los argumentos del trato equitativo de la 
población. Más grave aún, cuando dentro de estos proyectos previos a la 
promulgación del posterior Acto Legislativo 001 de 2005, se argumentará la 
conveniencia de  modificar la constitución con el siguiente fundamentó: 
 
“… las reformas legales mantienen los regímenes de transición y más grave 
aún, no impiden que se celebren pactos o convenciones por los cuales se 
convengan beneficios pensionales muy superiores a los previstos por las 
leyes que regulan el Sistema de Seguridad Social. A lo anterior se agrega 
que las personas que pueden pensionarse con edades y tiempos de 
servicios menores, terminan recibiendo pensiones superiores a las del resto 
de los colombianos, con montos mayores a los 25 salarios mínimos que es el 
tope de pensión que señala la ley, sin que en la mayoría de los casos hayan 
realizado cotización alguna, lo que implica cuantiosos subsidios”28.  
 
                                                 
27 URIBE ESCOBAR, Mario. Senador Coordinador. Informe de Ponencia para Segundo Debate 
Plenaria Senado Segunda Vuelta al Proyecto de Acto Legislativo Numero 127 De 2004, Cámara 
Acumulado Proyecto De Acto Legislativo 34 de 2004. Cámara, 11 De 2004 Senado. 8 de junio de 





Al limitar la posibilidad de negociación a través de pactos o convenciones 
colectivas de trabajo, beneficios pensionales que superarán las prerrogativas 
que sobre el tema se hubiese establecido el legislador en el Sistema General 
de Pensiones, con fuerza legislativa se restringió el derecho de asociación 
sindical, proscribiéndole la posibilidad de expresarse en el marco propio y 
natural de la relaciones laborales que ha sido construido a través del proceso 
histórico de la humanidad. 
 
De los antecedentes legislativos de creación del Acto Legislativo 001 de 
2005 se aprecia evidente la violación de derechos de raigambre 
constitucional anteponiéndolo a las circunstancias económicas nacionales, 
como la polémica restricción al derecho de negociación colectiva al indicar 
que no se podrían dictar disposiciones en materia pensional en pactos, 
convenciones o acuerdos, situación que puede considerarse como un punto 
desmotivador para que un trabajador considere asociarse sindicalmente.   
 
El Título XIII de la Constitución Nacional determina los mecanismos legales 
para reformarla, entre ellos está la facultad contenida en el artículo 375 para 
presentar proyectos de acto legislativo mediante un trámite legislativo que 
debe tener lugar en dos periodos ordinarios y consecutivos. 
 
En aplicación de la anterior facultad, fue que el legislador expidió el Acto 
Legislativo 001 de 2005, el cual introdujo reformas y suprimió derechos de 
gran importancia en el contexto social, es así como se pasa a detallar de 
manera discriminada. 
 
Como punto de partida el legislador estableció que será el Estado quien 
garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, 
respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago de la 
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deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Impuso de forma 
imperativa que las leyes en materia pensional que se expidan con 
posterioridad a su vigencia deberán asegurar la sostenibilidad financiera del 
Sistema de Pensiones. 
 
3.2. La Sostenibilidad Financiera como argumento de limitación de la 
libertad de asociación y negociación colectiva. 
 
Dentro de los argumentos que conllevaron a la expedición del Acto 
Legislativo 001 de 2005, encontramos el principio de sostenibilidad financiera  
en el sistema de seguridad social pensional, esto es, dentro del régimen de 
prima media, en razón a los aportes que debe hacer el estado en los pagos 
de las prestaciones pensionales. Por tal motivo, se hace necesaria la 
valoración económica que sobre el tema ha realizado el gobierno nacional a 
través de sus ministerios, encaminadas al equilibrio y sostenimiento del 
sistema. 
 
Sobre dicho asunto Pierre SALAMANCA y otros autores, han realizado 
estudios económicos sobre la sostenibilidad del sistema pensional, en los 
que refieren, que los ministros de trabajo y hacienda han afirmado que “la 
sostenibilidad financiera del sistema, originada en el desequilibrio entre 
cotizaciones y beneficios, han ocasionado pagos con cargo al presupuesto 
nacional no respaldado con reservas equivalentes al 2,3% del PIB en el 
2000, y estimaban que llegaría hasta el 6% del PIB en el 2019. Las 
obligaciones fiscales, internas y externas de la nación se calculaban en 28,3 
billones de pesos para el 2002, y cerca del 40% del presupuesto de 2003 
estimado en 20,6 billones, se destinó a pagar esas obligaciones, mientras 
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que menos del 10% se orientó a la inversión para pagar las pensiones sólo 
se apropió del 3% de los ingresos tributarios”29. 
 
En virtud de las cifras anteriores, fue radicado en el Congreso de la 
República un proyecto de ley, en cual tuvo como fin buscar el supuesto 
equilibrio presupuestal en el pago de la deuda pensional. Es así, que fue 
promulgada la Ley 797 de 2003, la cual buscó “cerrar la brecha entre 
cotizaciones y beneficios, introduciendo el modelo de ahorro individual, 
aumentando la responsabilidad del aseguramiento en el sistema de 
asistencia social y redujeron las del estado”30. 
 
Bajo esta corriente, los mismos ministerios de Hacienda y para este 
momento el de Protección Social, introdujeron el proyecto del Acto 
Legislativo 001 de 2005, consiguiendo la aprobación de éste, y la inclusión 
dentro de la Constitución Política Colombiana en su artículo 48 del principio 
de sostenibilidad financiera de la seguridad social, limitándose beneficios del 
régimen de transición contenidos en la Ley 100 de 1993, el cual no podía 
extenderse mas allá del 31 de julio de 2010, y sobre todo, la limitación a los 
derechos de negociación colectiva contenidos en el parágrafo segundo de la 
citada norma. 
 
Adicionalmente, otros autores hablan de reformas a corto y largo plazo para 
que el sistema pensional sea sostenible, planteando cosas como “ampliarse 
la admisibilidad al programa BEPS a todos los trabajadores que ganen  
menos del salario mínimo…, la tasa de reemplazo debería reducirse y 
acercarse a la del RAIS mientras el salario de referencia debería basarse en 
                                                 
29 SALAMANCA, Pierre; MARQUES, Jaime; LAUTIER, Bruno; LE BONNIEC, Yves; RODRÍGUEZ, 
Oscar; GIRALDO, César. Sistemas de Protección Social: entre la volatibilidad económica y la 
vulnerabilidad social. Colección estudios sobre protección social. Tomo 1. Universidad Nacional. 




los ingresos acumulados durante un mayor número de años. A mediano 
plazo, la edad de jubilación debería incrementarse y vincularse a la 
esperanza de vida. No obstante, todos estos ajustes probablemente no sean 
suficientes para garantizar la sostenibilidad y la equidad del sistema a largo 
plazo”31. Estas afirmaciones han conllevado a que el derecho de la seguridad 
social retroceda en los logros obtenidos como derecho fundamental, al igual 
que la libertad de asociación, en tanto que la única vía de garantía es el 
sacrificio de derechos para efectos de la estabilidad económica. 
 
3.3. Acto legislativo 01 de 2005 como norma que elevó a rango 
constitucional el principio de sostenibilidad financiera y el 
impacto en el derecho de asociación sindical. 
 
En presente título desarrollaremos el rango de constitucionalidad que tiene el 
Acto Legislativo 001 de 2005, y su confrontación con los derechos de libertad 
de asociación y negociación colectiva. Pues la constitución Política de 
Colombia de 1991, que desde su preámbulo propendía por un orden social y 
justo, fue drásticamente modificada por este acto legislativo que logró el 
cometido principal de adicionar el artículo 48 de la citada Carta; todo ello bajo 
la premisa de la necesidad de tomar medidas  frente a los problemas de 
financiación en materia pensional.  
 
A pesar de la relevancia internacional de los derechos de libertad de 
asociación y negociación colectiva, en Colombia, el artículo 1º del Acto 
Legislativo 001 de 2005, que modificó el artículo 48 de la Constitución 
Nacional, respecto al derecho de asociación sindical consagró las siguientes 
prohibiciones: 
 
                                                 
31 OCDE (2015), Estudios Económicos de la OCDE: Colombia 2015, OCDE Publishing. Pg. 116 – 119. 
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"Parágrafo 2º. A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo no podrán 
establecerse en pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o acto 
jurídico alguno, condiciones pensionales diferentes a las establecidas en las 
leyes del Sistema General de Pensiones". 
 
Igualmente se contempló en la disposición objeto de estudio, una limitación 
temporal a las reglas de carácter pensional pactadas convencionalmente, en 
los siguientes términos: 
 
"Parágrafo transitorio 3º. Las reglas de carácter pensional que rigen a la fecha 
de vigencia de este Acto Legislativo contenidas en pactos, convenciones 
colectivas de trabajo, laudos o acuerdos válidamente celebrados, se mantendrán 
por el término inicialmente estipulado. En los pactos, convenciones o laudos que 
se suscriban entre la vigencia de este Acto Legislativo y el 31 de julio de 2010, 
no podrán estipularse condiciones pensionales más favorables que las que se 
encuentren actualmente vigentes. En todo caso perderán vigencia el 31 de julio 
de 2010". 
 
Los aspectos anteriormente destacados del Acto Legislativo 001 de 2005, 
demuestran de manera palmaria que su intención fue proscribir la posibilidad 
de que la empresa y los sindicatos hicieran ejercicio libre del derecho de 
negociación colectiva contemplado en el artículo 55 de la Constitución 
Nacional, pues restringió su marco de aplicación respecto de asuntos en 
materia pensional. 
 
Por su importancia para las resultas de la presente investigación, es 
necesario resaltar el proyecto No. 34 de 2004 que dio lugar a la creación del 
Acto Legislativo 001 de 200532, en el cual se expuso como fundamentos que 
las reformas de carácter legal que se habían pronunciado en forma pretérita, 
                                                 
32
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Gaceta 385 del 23 de julio de 2004. Numeral 5.2. 
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no se había planteado impedimento alguno a que en pactos o convenciones, 
se pactaran beneficios pensionales superiores a los previstos por las leyes 
de seguridad social, lo que causó un impacto profundo desde el punto de 
vista de la equidad y de la sostenibilidad del Sistema General de Pensiones 
de muchas empresas públicas, citó como ejemplos empresas del orden 
nacional, de las cuales se destacan las siguientes: 
 
“Foncolpuertos: Esta entidad tenía pactada una convención por cada uno de 
los terminales. Dentro de las disposiciones convencionales vale la pena 
resaltar las pensiones especiales a las cuales se podía acceder con 15 años 
o más de servicio oficial y 40 años de edad. Igualmente, se contemplan cerca 
de 42 factores salariales para liquidar la pensión entre los cuales se 
encuentran calzado, vaso de leche y de agua, prima de lluvia, día gris, etc. 
Por último, se debe destacar que la pensión de jubilación se liquidaba con el 
80% del promedio de lo devengado el último año y que los trabajadores de 
Foncolpuertos nunca efectuaron cotizaciones para pensiones.” 
 
Carbocol: La pensión se otorga con 20 años de servicio y 55 años de edad. 
Se liquida con el 74% de lo devengado en el último año y se contemplan 19 
factores salariales, tales como: prima de radicación por traslado, de 
antigüedad, extralegal vacaciones, gastos de manutención y alojamiento, 
entre otros. Además, se paga una suma adicional, por una sola vez, a los 
pensionados por invalidez equivalente a 20 smmlv y tiene pensión 
compartida con el ISS. En esta entidad la mesada promedio es de 9.8 
Salarios mínimos. 
 
Caja Agraria: Dentro de las pensiones que se otorgan, existe una a la que se 
accede con 47 años de edad y 20 años de servicio, a quienes al 16 de marzo 
de 1992 tuvieran 18 años de servicio. La pensión convencional se liquida con 
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base en el 75% de lo devengado en el último año, teniendo en cuenta como 
factores salariales algunos valores variables, como por ejemplo: primas 
semestrales, viáticos devengados durante 180 días o más, 
sobreremuneración, etc. En la convención, también se dispone el pago, por 
una sola vez, de un auxilio de 10 smmlv a los pensionados. Adicionalmente, 
se contempla una pensión por riesgo de salud con 15 años de servicio y a 
cualquier edad. También comparte pensión con el ISS. 
 
Igualmente se hizo referencia al impacto económico causado en las 
empresas privadas, en la que se destacaron como ejemplos los sectores de 
la industria textilera y de cementos, que se vieron afectados por los 
beneficios pensionales concedidos en virtud de acuerdos y convenciones 
colectivas. 
 
A juicio de los autores del Proyecto, que con posterioridad fue adoptado 
como el Acto Legislativo 001 de 2005, señalaron que el artículo 48 de la 
Constitución Política de Colombia, estableció que la seguridad social se 
prestaría con arreglo a los principios de eficiencia, universalidad y 
solidaridad, lo que presupone la garantía de la protección para todas las 
personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida, por lo 
que dicha situación sólo se puede garantizar a través de un sistema unificado 
que no pueda ser variado por voluntad de un sector de sus titulares. Por lo 
que concluyen que con el fin de lograr tal propósito se hacía necesario 
establecer en forma clara que el régimen pensional no se encuentra dentro 
del ámbito de la negociación colectiva.  
 
Lo anterior máxime cuando el artículo 55 de la Constitución Política garantiza 
el derecho de negociación colectiva, pero el mismo está sujeto a las 
excepciones que señale la ley, por lo que señalan que la norma 
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constitucional permite que una disposición legislativa restrinja el ámbito de 
aplicación, como lo fue en el presente caso respecto del régimen pensional 
con la creación del Acto Legislativo 001 de 2005. 
 
Por último se destaca del proyecto inicial del Acto Legislativo 001 de 2005, 
que sus autores señalaron que su implementación no riñe con lo dispuesto 
por los Convenciones 87 y 98 de la Organización Internacional del Trabajo, 
pues el primero de ellos no proscribe que a través de un Acto Legislativo se 
pueda incluir en la Constitución Colombiana una limitación a negociar 
colectivamente el régimen obligatorio de pensiones, sin que se afecte el 
núcleo esencial de la negociación colectiva que subsiste en otros temas 
laborales inherentes a las relaciones obrero patronales que se puedan 
presentar en una empresa de carácter privado o público. Igual situación 
acontece con el segundo sobre el cual indicaron que no presenta disposición 
alguna relativa a la negociación colectiva que no permita limitar su campo por 
medio de una norma de orden constitucional al régimen obligatorio de 
pensiones establecido por la ley. 
 
Las razones expuestas fundamentaron el proyecto del Acto Legislativo 001 
de 2005, sin embargo, se resalta que su adopción no se produjo en forma 
pacífica33, es así como en la ponencia para primer debate en Cámara de 
representantes, se señaló que la disposición vulneraría los tratados 
internaciones de derechos Humanos ratificados por Colombia, pues se le 
restaría validez a los acuerdos legalmente pactados entre los trabajadores y 
empleadores con el objeto de mejorar las condiciones pensionales, es decir, 
se restringe el derecho de negociación colectiva.  
 
                                                 
33
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Gaceta del Congreso 287 del 25 de mayo de 2005. Acápite 
denominado ¿La restricción al derecho de negociación colectiva?. 
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También se dijo que el derecho a la negociación colectiva está garantizado 
tanto por normas constitucionales como por normas internacionales de 
Derechos Humanos dentro de las que pueden mencionarse la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), el Protocolo de San Salvador 
(art. 8°), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (art. 8°) y los Convenios de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT). 
 
En el caso concreto del derecho de sindicalización, los Estados se 
comprometen a implementar una legislación que promueva el ejercicio de 
este derecho y que fortalezca la realización de convenciones colectivas. 
Sobre el particular, el Convenio 98 de la OIT establece que es obligación de 
los Estados Partes adoptar “medidas adecuadas a las condiciones nacionales, 
cuando ello sea necesario, para estimular y fomentar entre los empleadores y las 
organizaciones de empleadores, por una parte, y las organizaciones de 
trabajadores, por otra, el pleno desarrollo y uso de procedimientos de negociación 
voluntaria, con objeto de reglamentar, por medio de contratos colectivos, las 
condiciones de empleo”.  
 
De la anterior disposición se colige que existe una obligación positiva de 
adoptar normas que protejan estos derechos, así como una obligación 
correlativa de abstenerse de introducir políticas o normas que vayan en 
detrimento de dichos derechos, tal como ocurre con el Acto Legislativo 001 
de 2005, pues éste se evidenció como un retroceso en la garantía del 
derecho de negociación colectiva y por lo tanto de sindicalización. 
 
Como se observa, la finalidad del Acto Legislativo 001 de 2005, desde su 
proyecto inicial tuvo como propósito dictar medidas tendientes a desarrollar el 
principio de sostenibilidad financiera, que fue elevado a rango constitucional 




No obstante, la pregunta que subyace y constituye el problema jurídico de la 
presente investigación, es si tal medida legislativa puede a su vez estar en 
contravía de las disposiciones de orden internacional que aplican al derecho 
interno en virtud del bloque de constitucionalidad, pues debe tenerse 
presente que el déficit del erario generado en instituciones públicas en virtud 
de negociaciones colectivas en temas pensionales, derivan no de la 
institución como tal, sino del mal manejo que los administradores públicos en 
su momento le dieron, un claro ejemplo fue Foncolpuertos, pues negociaron 
sin la debida planeación económica para estatuir requisitos más benéficos a 
los establecidos en la norma general de pensiones, es más, muchas de los 
textos convencionales se concedieron con la prebenda de obtener un 
beneficio económico por favores políticos futuros.  
 
CAPÍTULO II. MARCO TEÓRICO. 
 
 
Dentro del presente capítulo se desarrollará el Control de Convencionalidad 
como novedad y solución al problema jurídico planteado en esta 
investigación, esto es, desde la perspectiva internacional, pues fue la 
transnacionalización del derecho la que ha logrado el desarrollo de 
mecanismos jurídicos que permiten mayor protección de los derechos 
humanos. Para lograr tal fin, se hará un recorrido por diferentes instrumentos 
internacionales para efectos de explicar la relevancia y obligatoriedad en el 
cumplimiento de los convenios sobre derechos humanos, cuando los mismos 
protegen la libertad de asociación como derecho humado, y en consecuencia 











Para poder entender el alcance de los convenios internacionales, en la 
presente investigación se desarrollará la naturaleza de dichos instrumentos y 
los fundamentos de Derecho Internacional que obligan a que los estados 
cumplan con lo contenido en tales disposiciones. 
 
García Cuadrado34, precisa que tal y como se obligan los particulares a 
través de los contratos civiles, así mismo, el Derecho Internacional Público 
vela porque los pactos y convenios suscritos entre Estados se cumplan. 
Pues debe tenerse en cuenta que los pactos son para cumplirse, más aún, 
cuando dichos instrumentos se refieren a derechos humanos, derechos que 
trasciendes fronteras y permean el derecho interno de los países, cuando 
estos se sustraen del compromiso de protegerlos. 
 
Respecto de los compromisos adquiridos por los países que ratifican un 
tratado de derecho internacional, encontramos la Convención de Viena sobre 
derecho de los tratados, instrumento que establece los parámetros sobre el 
derecho de los tratados, indicando en su artículo 26 lo siguiente: 
 
(Art. 26. "Pacta sunt servanda". Todo tratado en vigor obliga a las partes y 
debe ser cumplido por ellas de buena fe…Art. 27. El derecho interno y la 
observancia de los tratados. Una parte no podrá invocar las disposiciones 
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de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado. 
Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46)35.  
 
Autores como Horacio Andaluz36, hablan sobre la regla del Pacta Sunt 
Servanda, a partir de las relaciones de coordinación y subordinación, para 
indicar que los Estados que suscriben pactos o convenios se encuentran 
dentro de las relaciones de coordinación, en razón a que pertenecen a 
órdenes normativos iguales. Por tal motivo, no podría consentirse que la 
obligatoriedad en el cumplimiento de los tratados de derecho internacional se 
regule en normas de carácter nacional. 
 
Continuando con lo dicho, es claro que lo planteado por Horacio Andaluz 
respecto del Pacta Sunt Servanda, va dirigida al reconocimiento de esta 
regla internacional que se encuentra incorporada en el Convención de Viena 
norma supranacional, es decir, que hace parte de orden jurídico superior y 
por lo tanto obliga a los países miembro a cumplirla.  
 
Sobre el Asunto Kunz precisa que “La regla Pacta Sunt Servanda es una norma 
consuetudinaria del derecho internacional general; es precepto constitucional de 
rango superior que establece un procedimiento especial para la creación de normas 
de derecho internacional, a saber, el procedimiento de los tratados37”. Sin 
                                                 
35 CONVENCIÓN DE VIENA.  Derecho de los Tratados. Austria:  23 de mayo de 1969,  entró en 
vigencia 27 de enero de 1980. 
36 ANDALUZ, Horacio. Positivismo Normativo y Derecho Internacional. Primera edición. Plural editores. 
La Paz Bolivia. Marzo de 2005.  
 
37 Citado por: ANDALUZ, Horacio. Positivismo Normativo y Derecho Internacional. Primera edición. 




embargo, Luís Marcano38, indica que esta regla debe entenderse como el 
principio más relevante del Derecho de los Tratados,  en tanto, que este 
estatuye la obligatoriedad del cumplimiento de los convenios por parte de los 
estados que los suscriben, bajo la premisa de la buena fe, haciéndose 
necesario que los países encaminen sus esfuerzos en la creación de 
políticas que materialicen los pactado. 
 
Pero como se verá en el presente capítulo, la vulneración a los derechos de 
libertad de asociación y negociación colectiva por parte del Estado 
Colombiano, es un claro ejemplo del desconocimiento del principio Pacta Sunt 
Servanda, pues a pesar de haber ratificado el convenio 87 y 98 de la Organización 
Internacional del Trabajo, y la Convención Americana Sobre Derechos Humanos. El 
Acto Legislativo 001 de 2005 en su parágrafo 2º, limitó de manera arbitraria estos 
derechos de asociación incumpliéndose la obligación de protección de las 




1.1. Convención Americana sobre Derechos Humanos y el derecho 
humano de libertad de asociación. 
 
 
Por todo lo dicho, llegamos al PROBLEMA JURÍDICO de la presente 
investigación, el cual parte de lo establecido en el parágrafo 2º del Acto 
Legislativo 01 de 2005, por cuanto, que el alcance de esta norma ha llevado 
a la vulneración del artículo 16 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, que establece la libertad de asociación como derecho humano, 
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del cual se desprende derechos relevantes como la negociación colectiva y 
la libertad sindical.  
 
Este problema jurídico, hace necesaria la búsqueda de controles que 
permitan la garantía plena de la libertad de asociación, tras la inoperante 
protección dentro de las acciones del derecho interno colombiano, como la 
acción de inconstitucionalidad, que no ha garantizado el pleno ejercicio de 
estos derechos, en razón al conflicto suscitado entre normas de rango 
constitucional como los artículos 38 - 55 de nuestra Constitución Política y el 
artículo 48 de la misma carta, en donde este último, restringe los derechos 
en discusión, situación que ha llevado al funcionario judicial a sacrificar 
derechos no solo fundamentales sino de raigambre internacional. 
 
La situación antes descrita, nos lleva ineludiblemente al estudio de una figura 
del derecho internacional que ha sido desarrollada por la Corte 
Interamericana sobre Derechos Humanos, y que permite a los operadores 
jurídicos garantizar el pleno ejercicio de los derechos a la libertad de 
asociación y la negociación colectiva, pues ha dicho el tribunal internacional, 
que los Estados miembros deben desplegar su actividad judicial como 
garante de los derechos humanos, y que dicha actividad se encuentra en 
cabeza de Jueces, Magistrados y en última instancia, de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, más aún, cuando el derecho 
contemporáneo se enlaza con el derecho internacional, por lo que el derecho 
interno de los estados  “se impregnan, se irrigan”39, de las corrientes de los 
derechos humanos y sin lugar a dudas de las acciones que el derecho 
internacional creó para su protección. 
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En este punto de mi propuesta de investigación, se hace necesario hablar 
sobre el Control de Convencionalidad, como forma de protección de los 
derechos de sindicación, en tanto, que permite a los funcionarios judiciales la 
aplicación de las reglas del derecho internacional, pues el Derecho 
Internacional no solo se debe entender como fuente de interpretación, sino 
como norma de obligatorio cumplimiento cuando los Estados miembros 
ratifican tratados sobre derechos humanos, lo que lleva a los jueces 
colombianos a aplicar el control de convencionalidad sobre el Acto 
Legislativo 01 de 2005, en razón a que los Convenios 87 y 98 de la OIT, 
sobre libertad sindical y negociación fueron ratificados por nuestro país. 
 
Lo anterior, en virtud de la “interconexión”40entre los ordenamientos jurídicos, 
es decir las normas del derecho internacional que protegen el derecho de 
libertad de asociación y negociación colectiva permitiendo un mayor margen 
de protección. Esta interrelación entre el derecho internacional y el derecho 
interno de los estados, genera la búsqueda de nuevos mecanismos que 
garanticen el pleno ejercicio de los derechos humanos, como 
“complementariedad entre sistemas jurídico”41 y los mecanismos de control y 
protección. 
 
Dicha situación abre el camino al control de convencionalidad, ya sea por 
aplicación directa de los jueces y tribunales de Colombia, en caso contrario, 
el afectado podrá acudir ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, quien analizará el caso y decidirá si es procedente que la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos conozca del caso, y será ésta última 
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 LORENZO MARTÍN, La interconexión de los ordenamientos jurídicos y el sistema de fuentes del 
derecho, Madrid, Civitas, 2004. 
 
41 MARCELO RAFFIN, “la globalización de la efectiva vigencia de los derechos humanos. El rol de las 
personas en la búsqueda de la perfección de los sistemas de control internacionales”, en el control de 




quien genere el Control de convencionalidad al parágrafo 2º del Acto 
Legislativo 01 de 2005. 
 
Lo planteado dentro del primer elemento, tiene fundamento en la ratificación 
hecha por Colombia de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos42, situación que permite su incorporación al derecho interno 
colombiano en virtud del Bloque de Constitucionalidad contenido en el 
artículo 93 de nuestra Constitución Política, lo que implica que adicional a los 
controles de legalidad y constitucionalidad, los jueces y tribunales también 
deben aplicar el Control de Convencionalidad, sobre aquellas normas que 
vulneren derechos humanos, en nuestro caso de estudio el derecho de 
libertad de asociación, materializado en el ejercicio de la negociación 
colectiva. 
 
El control de convencionalidad tiene como referente la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, pero adicional a esta, encontramos 
todos aquellos instrumentos internacionales que sobre el asunto han sido 
ratificados por Colombia, sin olvidar las interpretaciones hechas por este 
Tribunal Internacional y que han permitido que una figura como el control 
aquí señalado, se haga obligatorio aún para las ramas del poder legislativo y 
ejecutivo, en tanto, que todos los órganos de los Estados están obligados a 
velar porque las disposiciones de la Convención Americana sean cumplidas 
y no disminuidas por normas contrarias a las contenidas dentro de estos 
instrumentos internacionales43. 
 
                                                 
42
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, Ley 16 de 1972 - por medio de la cual se 
aprueba la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica", 
firmado en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969", 30 de diciembre de 1972, Bogotá. 
43
 Véase, CIDH, Caso Gelman contra Uruguay, cit., párr..193. 
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Con base en lo expuesto y teniendo claridad sobre los elementos del control 
de convencionalidad, podríamos agregar un cuarto elemento, que no es 
menos importante a los ya indicados. Este es, los principios del derecho 
internacional como fuente de interpretación, pues son los que en el derecho 
actual se han convertido en el eje central de las soluciones jurídicas en los 
distintos escenarios nacionales e internacionales, aún más, cuando los 
problemas jurídicos involucran normas de derechos humanos o derechos 
fundamentales, pues serán estos principios fuente de interpretación, 
entendidos como “normas que ordenan que algo sea realizado en la mayor 
medida posible, dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes. Por 
lo tanto, los principios son mandatos de optimización, que están 
caracterizados por el hecho de que pueden ser cumplidos en diferentes 
grados”.44 
 
Así mismo, los principios como fuente de interpretación tienen las siguientes 
características: ser mandatos obligatorios, de carácter general, utilizados en 
la solución de casos complejos a través de la ponderación. Es decir, que 
podremos hacer uso de principios como el pacta sunt servanda y el principio 
de progresividad, para analizar la vulneración de los derechos de libertad de 
asociación y negociación colectiva, contenidos en el parágrafo 2º del Acto 
Legislativo 01 de 2005, que adicionó al artículo 48 constitucional en lo 
siguiente: 
 
Parágrafo 2º. A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo no podrán 
establecerse en pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o acto 
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jurídico alguno, condiciones pensionales diferentes a las establecidas en las 
leyes del Sistema General de Pensiones"45. 
 
En el citado parágrafo se evidencia la libertad de asociación, derecho que se 
encuentra regulado en el artículo 16 de la Convención Americana sobre 
derechos Humanos, en tanto que restringió el pleno ejercicio de este 
derecho, el cual se materializa en la negociación colectiva, mecanismo que 
permite que los grupos sindicalizados dentro del sector privado, puedan 
pactar beneficios más favorables a los establecidos en el Sistema General de 
Seguridad Social, específicamente en temas pensionales. Ello es así, pues 
no existe una justificación objetiva y razonable que permita colegir que la 
citada limitación garantizará la sostenibilidad financiera del sistema 
pensional, pues una negociación colectiva en el sector privado relacionada 
con temas pensionales, en nada afectaría dicha situación, pues su 
financiamiento no se obtendría del erario sino del patrimonio del propio 
empleador. 
 
La limitación a los derechos de sindicación referidos en el acto legislativo 01 
de 2005, requiere un estudio respecto de la obligatoriedad de los tratados 
sobre derechos humanos y por ende la viabilidad del control de 
convencionalidad, este estudio se hará a partir de los estudios hechos por 
Doctrinantes como CARLOS PATIÑO46 y RENÉ UREÑA47, que se refieren a 
estos instrumentos internacionales como como verdaderos textos 
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 CONTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, Artículo 48 Adicionado por el Acto Legislativo 01 de 
2005. Bogotá, 2013. 
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 CARLOS PATIÑO, El origen del poder en occidente, Bogotá, Siglo del Hombre, 2005, pág. 13. 
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 RENÉ UREÑA. Derecho de las organizaciones internacionales, Bogotá, Universidad de los Andes, 




constitucionales, en tanto que, diría ARAGÓN48, las constituciones 
democráticas son resultado de los convenciones internacionales y estas 
provistas de mecanismo de protección. De igual forma, LUCA MAZZETTI49, 
hace referencia a los fenómenos surgidos en el derecho de la integración 
Europea, situación que en el contexto latinoamericano sustenta  la forma de 
interpretar los tratados, y se basa en la buena fe de los mismos, partiendo 
del objeto y de los fines del instrumento internacional, tal observación se 
encuentra fundamentada en el artículo 31 de la Convención de Viena, norma 
que ha permitido el desarrollo del control de convencionalidad y del tan 
nombrado derecho viviente. Igualmente CASSAGNE, quien a partir del 
estudio del derecho latinoamericano, partiendo del caso Argentino, señala 
que la influencia europea ha traído consigo “el reconocimiento del principio 
de convencionalidad que atribuye a los tratados un jerarquía superior a la 
ley…”50  
 
Finalmente, esta investigación busca establecer la procedencia del control de 
convencionalidad sobre el parágrafo 2º del Acto Legislativo 01 de 2005, 
como garantía del pleno ejercicio de los derechos de libertad de asociación y 
negociación colectiva del sector privado, al ser éste, el mecanismo jurídico 
idóneo, frente a un ordenamiento jurídico que no ha garantizado la protección 
de los referidos derechos, con la anuencia del sistema judicial que no ha 
intervenido en forma efectiva para la materialización de los mismos. 
 
 
                                                 
48
 ARAGÓN MANUEL, Constitución y control del poder, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
1999, pág. 90. 
 
49
 MAZZETTI LUCA, “La influencia el proceso de integración europea sobre los ordenamientos 
constitucionales nacionales con la entrada en vigor del Tratado de Lisboa”, en realidades y tendencias 
del derecho en el siglo XXI, Bogotá, Universidad Javeriana, Editorial temis, 2011. Págs. 13 a 28. 
50
 CASSAGNE JUAN CARLOS, el principio de legalidad y el control judicial de la discrecionalidad 
administrativa. Buenos Aires, Marcial Pons, 2009. Pág. 127. 
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2. El control de convencionalidad. 
 
 
En este a parte se hará referencia al origen del control de  convencionalidad, 
mecanismo creado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y 
cuya terminología fue utilizada por primera vez en el caso de Myrna Mack 
Chang, y que permite que los operadores jurídicos de los estados ejerzan 
control sobre normas del derecho interno, cuando éstas afecten derechos 
humanos protegidos.  
 
Juan Carlos Hitters51, hace un recorrido sobre el control de convencionalidad 
partiendo del análisis del control de constitucionalidad, pues nos da a 
entender  que este mecanismo permite la revisión de la norma constitucional 
frente a las de menor jerarquía. Sin embargo, dicha comparación se origina 
dentro de las leyes del derecho interno de cada país. 
 
2.1. El origen del Control de Convencionalidad en la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 
 
Para adentrarnos en el presente tema, se hace necesaria una breve 
introducción, como lo haría Diana Hernández, quien aduce que “como reflejo 
de la globalización del derecho, en particular del derecho de los derechos 
humanos, se crean mecanismos en el orden jurisdiccional internacional que 
permiten hacer efectivos esos derechos más allá de la soberanía estatal, 
como es el caso del control de convencionalidad, superando con ello la 
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concepción tradicional del derecho internacional relativa a que “es el propio 
Estado quien se limita sus posibilidades jurídicas internas52" 
 
El Control de Convencionalidad surge en la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, y sobre esta figura del derecho internacional autores 
como Hitters han indicado que surgió “… a partir del caso Myrna Mack Chang53 
el “control de convencionalidad”, lo que obviamente significa una comparación entre 
el Pacto de San José de Costa Rica y otras convenciones a las que nuestro país se 
ha plegado, como luego veremos, y las disposiciones del derecho interno de las 
naciones adherida al modelo.54”. Lo dicho por el autor, podría entenderse como 
una forma de desconocimiento de las decisiones emitidas por los jueces 
locales, bajo la premisa de que el caso que ha sido resuelto de manera 
definitiva, pueda ser revisado nuevamente por la CIDH. 
 
De igual manera Miguel Carbonell, señaló que el origen de dicho mecanismo 
internacional se desprendió del “voto concurrente emitido por el destacado 
jurista mexicano Sergio García Ramírez en el caso Morna Mack Chang vs. 
Guatemala. En el párrafo 27 de su voto… apunta que… no es posible 
seccionar internacionalmente al Estado, obligar ante la Corte sólo a uno o 
algunos de sus órganos, entregar a éstos la representación del Estado en el 
juicio- sin que esa representación repercuta sobre el Estado en su conjunto- 
y sustraer a otros de este régimen convencional de responsabilidad, dejando 
sus actuaciones fuera del “control de convencionalidad” que trae consigo la 
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jurisdicción de la Corte Internacional ”55. La afirmación hecha por el autor, 
hace referencia a los estados federales, los cuales deben acogerse de 
manera integral al control de convencionalidad que la Corte Interamericana 
ejerza sobre las normas de su derecho interno, pues dicho control no puede 
aplicarse de manera fraccionada, en tanto que sus efectos se extienden al 
estado en su conjunto. 
 
Lo expuesto, nos lleva a estudiar la evolución del derecho desde la 
perspectiva de FERRAJOLI56, quien nos presenta un recorrido donde la 
legalización del derecho es el primer principio dominante y que 
posteriormente se ve permeado por el constitucionalismo, un sistema más 
garantista que debe adecuarse a las corrientes del derecho internacional, 
que trae consigo nuevas acciones de control y que dan respuesta al 
problema jurídico que se suscita en esta investigación, ubicándonos en una 
figura creada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos desde el 
año 200657, mediante la cual los jueces y tribunales de los Estados 
miembros, están obligados a ejercer su actividad judicial conforme lo 
establecido en la Convención Americana, esto es, que las disposiciones 
establecidas en dicha Convención no pueden ser disminuidas por 
disposiciones como el Acto Legislativo 01 de 2005, norma que adicionó el 
artículo 48 de nuestra Constitución Política, y que en su parágrafo 2º limita el 
derecho de libertad de asociación, derecho que se ejerce plenamente a 
través de la negociación colectiva. 
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En cuanto a esta figura del Derecho Internacional, ya se había indicado que 
la misma surge en el año 2006 mediante el pronunciamiento de la Corte 
Interamericana en el caso Almonacid Arellano contra Chile. La Corte se 
pronunció sobre los hechos de violencia acontecidos durante la dictadura de 
Augusto Pinochet, quien promulgó una ley de amnistía que dejaba en la 
impunidad delitos que vulneraron los derechos humanos de la población, por 
tal motivo la Corte indicó el alcance del Control de Convencionalidad 
respecto de la actividad judicial, entendiendo esta de la siguiente manera:  
 
 “ […] que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de la ley, 
por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el 
ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado 
internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del 
aparato del Estado, también están sometidos a ella. Lo que les obliga a velar 
porque los efectos de las disposiciones de la Convención no sean mermadas 
por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un 
principio carecen de efectos jurídicos”58.  
 
2.2. Finalidad de Control de Convencionalidad. 
 
Para precisar la finalidad del control de convencionalidad, se hace necesario 
el análisis de la jurisprudencia de CIDH, pues es a través de estos 
pronunciamientos del tribunal internacional que se logró definir el alcance de 
este mecanismo garante de los derechos humanos. 
 
Sobre dicho asunto la Corte Interamericana en sentencia el 4 de septiembre 
de 2004 afirmó que: 
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“la tarea de la Corte se asemeja a la que realizan los tribunales 
constitucionales. Estos examinan los actos impugnados --
disposiciones de alcance general a la luz de las normas, los principios 
y los valores de las leyes fundamentales. La Corte Interamericana, por 
su parte, analiza los actos que llegan a su conocimiento en relación 
con normas, principios y valores de los tratados en los que funda su 
competencia contenciosa. Dicho de otra manera, si los tribunales 
constitucionales controlan la “constitucionalidad”, el tribunal 
internacional de derechos humanos resuelve acerca de la 
“convencionalidad” de esos actos. A través del control de 
constitucionalidad, los órganos internos procuran conformar la 
actividad del poder público y, eventualmente, de otros agentes 
sociales al orden que entraña el Estado de Derecho en una sociedad 
democrática. El tribunal interamericano, por su parte, pretende 
conformar esa actividad al orden internacional acogido en la 
convención fundadora de la jurisdicción interamericana y aceptado por 
los Estados partes en ejercicio de su soberanía59. 
 
Como lo  define la CIDH, la finalidad del Control de Convencionalidad es 
verificar que las normas del derecho interno de los países miembros no 
transgredan los derechos consagrados en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, entre estos, el consagrado en el artículo 16 y que se 
refiere a la libertad de asociación. 
 
Así mismo, en fallo del 24 de noviembre de 2006 la CIDH hace referencia a 
la labor que debe ejercer los funcionarios judiciales en la aplicación de 
instrumentos internacionales, pues debemos entender que los derechos 
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humanos contenidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
deben ser armonizadas dentro de las leyes promulgadas por los estados 
miembros. Por tal motivo la Corte es puntual al indicar que: 
 
Cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la 
Convención Americana, sus jueces también están sometidos a ella, lo 
que les obliga a velar porque el efecto útil de la Convención no se vea 
mermado o anulado por la aplicación de leyes contrarias a sus 
disposiciones, objeto y fin. En otras palabras, los órganos del Poder 
Judicial deben ejercer no sólo un control de constitucionalidad, sino 
también “de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la 
Convención Americana, evidentemente en el marco de sus 
respectivas competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes. Esta función no debe quedar limitada 
exclusivamente por las manifestaciones o actos de los accionantes en 
cada caso concreto, aunque tampoco implica que ese control deba 
ejercerse siempre, sin considerar otros presupuestos formales y 
materiales de admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones60”. 
 
Con lo anterior y como propuesta de solución al problema jurídico de ésta 
investigación, el control de convencionalidad permitiría dentro de la actividad 
judicial colombiana, el inaplicar el parágrafo 2º del acto legislativo 01 de 
2005, en garantía del derecho de libertad de asociación establecido en el 
artículo 16 de la Convención americana y que tiene relación inescindible con 
el derecho de negociación colectiva.  
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Los jueces y magistrados colombianos tienen el deber de ejercer el control 
de legalidad y constitucionalidad al momento de tomar sus decisiones, pero 
dicho actuar ha sido inoperante en la garantía de los derechos de asociación 
y negociación colectiva, puesto que estos derechos continúan siendo 
vulnerados por el Acto Legislativo 01 de 2005. 
 
Pero esta medida internacional, no interviene en el cumplimiento de las 
decisiones de los funcionarios nacionales, las cuales quedan en firme, y que 
sólo en aquellos casos de vulneración de derechos humanos, serían 
revisadas respecto del efecto de la cosa juzgada. Pues dicho principio no 
puede convertirse en algo inamovible e inmodificable que impida el 
restablecimiento de los derechos de la población o los individuos afectados 
con la trasgresión.  
 
 
2.3. Aplicabilidad del Control de Convencionalidad al derecho 
laboral colombiano. 
La aplicabilidad del control de convencionalidad tiene como fuente normativa 
el artículo 93 constitucional que reza:  
 
“Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, 
que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en 
los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán 
de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos 
humanos ratificados por Colombia”. 
De tal manera, que la ratificación por parte del Estado Colombiano de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos mediante la Ley 16 de 
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1972, obliga al cumplimiento de éste instrumento internacional en virtud del 
pacta sunt servanda, más aún, cuando la convención  versa sobre derechos 
humanos.  
 
Por lo dicho, la Convención Americana sobre Derechos Humanos hace parte 
del bloque de constitucionalidad del derecho interno colombiano, lo que 
advierte al estado respecto de la protección y reconocimiento de lo contenido 
en este instrumento internacional al momento de expedir sus leyes. Sin 
embargo, el Acto Legislativo 001 de 2005 en su parágrafo 2º, desconoció el 
derecho de asociación al limitar la negociación colectiva en temas 
pensionales, desconociendo el artículo 16 de la convención, la cual establece 
la libertad de asociación y de manera conjunta los Convenios de la 
Organización Internacional del Trabajo Número 87 y 98. 
 
Pero cuando las normas expedidas por el estado miembro desconocen dicha 
convención, ha dicho el tribunal internacional que existen mecanismos como 
el control de convencionalidad que permiten, a saber: i) la supresión de las 
normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las 
garantías previstas en la Convención o que desconozcan los derechos allí 
reconocidos u obstaculicen su ejercicio, y ii) la expedición de normas y el 
desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas 
garantías. Precisamente, respecto a la adopción de dichas medidas, es 
importante destacar que la defensa u observancia de los derechos humanos 
a la luz de los compromisos internacionales en cuanto a la labor de los 
operadores de justicia, debe realizarse a través de lo que se denomina 
“control de convencionalidad”, según el cual cada juzgador debe velar por el 
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efecto útil de los instrumentos internacionales, de manera que no quede 
mermado…61”. 
 
Lo manifestado por el tribunal internacional, es efectivamente la facultad que 
le ha sido otorgada a los funcionarios judiciales colombianos para que hagan 
cumplir los tratados internacionales mediante el control de convencionalidad, 
que como se explicó al inicio de ésta investigación, es “el control que se 
ejerce sobre normas jurídicas tomando como referencia o marco una norma 




3. La administración de justicia en la aplicación del Control de 
convencionalidad. 
 
Teniendo en cuenta la finalidad y aplicabilidad del control de 
convencionalidad dentro del derecho interno colombiano, es necesario 
precisar que dicho mecanismo no es utilizado por los funcionarios judiciales, 
en la garantía del derecho de asociación, el cual es vulnerado por el Acto 
Legislativo 001 de 2005 en su parágrafo segundo. 
 
Lo anterior, a pesar de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
ha dicho que “En relación con la obligación general de adecuar la normativa 
interna a la Convención, la Corte ha afirmado en varias oportunidades que 
“[e]n el derecho de gentes, una norma consuetudinaria prescribe que un 
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Estado que ha celebrado un convenio internacional, debe introducir en su 
derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de 
las obligaciones asumidas”. En la Convención Americana este principio es 
recogido en su artículo 2, que establece la obligación general de cada Estado 
Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la misma, para 
garantizar los derechos en ella reconocidos147, lo cual implica que las 
medidas de derecho interno han de ser efectivas (principio de effet utile)63” 
 
 
3.1. La enseñanza del derecho a los funcionarios judiciales. 
 
Sobre la enseñanza del derecho en Colombia encontramos al académico 
Marcel Silva Romero64, quien se apoya en el escrito - Estado social de 
derecho, investigación científica y tradición jurídica de Ernesto Pinilla 
Campos, para afirmar que la enseñanza del derecho en Colombia viene 
permeada por una serie de aspectos que han generado su deficiencia, tras la 
escasa cultura de investigación científica. Adicional al hecho, de la deficiente 
formación en el área de las matemáticas, cuando en ésta se encuentra las 
bases de la razón.  
 
Afirma el autor, que una relación demasiado precaria entre la ciencia y la 
sociedad genera un “espíritu conformista y aparentemente crítico65”.  Esta 
situación hace necesaria dar una enseñanza que lleve consigo nuevas 
posibilidades que permitan que los estudiantes desarrollen habilidades 
jurídicas, retoricas, con bases investigativas, en tanto que el abogado 
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también debe ser un investigador, tiene que buscar la razón del problema 
jurídico para poder entrar en disertaciones jurídicas. 
 
En el nuevo contexto del derecho es relevante que el abogado conozca el 
derecho internacional, la dinámica jurídica lo exige, el funcionario judicial de 
hoy debe desenvolverse dentro de las normas internacionales, aprender a 
conceptualizarlas y sobre todo a razonar en virtud de estas, con el fin de que 
las fuentes del derecho internacional se conviertan en una herramienta de 
defensa de los derechos de quienes acuden a sus estrados con conflicto 
jurídicos. 
El funcionario judicial debe recibir una formación que le permita desarrollar 
sus capacidades profesionales en garantía de los derechos, que no solo se 
convierta en quien expresa una suma de normas que se encuadran 
mecánicamente para la solución de un problema jurídico, sino que razone de 
manera objetiva y pueda ver en los mecanismos del derecho internacional 
como el control de convencionalidad, la posibilidad de implicar normas que 
no cumplen con lo contenido en tratados internacionales ratificados por 
Colombia. 
 
El derecho de enseñanza magistral, que se limitaba a aspectos puntuales del 
derecho colectivo y que nada hablaba sobre la libertad sindical, negociación 
colectiva, la huelga y entre otros temas propios del dialogo social. Hoy debe 
desprenderse de la visión del derecho laboral desde la perspectiva individual, 
cuando nos encontramos en las nuevas corrientes y fuentes del derecho 
internacional, pues las “transformaciones en el mercado del trabajo y sus 
repercusiones sobre la libertad sindical66” han traído consigo la necesidad de 
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elevar la libertad de asociación como un derecho humano, y por ende la 
protección supranacional del mismo. 
 
3.2. Jurisprudencial Nacional sobre el control de 
convencionalidad. 
 
La H. Corte Constitucional estudió la constitucionalidad del numeral 3º del 
artículo 220 de la Ley 600 de 2000, en virtud del cual se estableció como 
causal de revisión contra la sentencia ejecutoriadas el caso de “…Cuando 
después de la sentencia condenatoria aparezcan hechos nuevos o surjan 
pruebas, no conocidas al tiempo de lo debates, que establezcan la inocencia 
del condenado, o su inimputablidad”. 
 
En esa oportunidad declaró la exequibilidad de la norma en los siguientes 
términos: 
 
“…Declarar EXEQUIBLE el numeral 3° del artículo 220 de la Ley 600 de 
2000 o Código de Procedimiento Penal, en el entendido de que, de 
conformidad con los fundamentos 31, 36 y 37 de esta sentencia,  la acción 
de revisión por esta causal también procede en los casos de preclusión 
de la investigación, cesación de procedimiento y sentencia absolutoria, 
siempre y cuando se trate de violaciones de derechos humanos o 
infracciones graves al derecho internacional humanitario, y un 
pronunciamiento judicial  interno, o una decisión de una instancia 
internacional de supervisión y control de derechos humanos, aceptada 
formalmente por nuestro país, haya constatado la existencia del hecho 
nuevo o de la prueba no conocida al tiempo de los debates. Igualmente, 
y conforme a lo señalado en los fundamentos 34, 35 y 37 de esta sentencia, 
procede la acción de revisión  contra la preclusión de la investigación, 
la cesación de procedimiento y la sentencia absolutoria, en procesos 
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por violaciones de derechos humanos o infracciones graves al derecho 
internacional humanitario, incluso si no existe un hecho nuevo o una 
prueba no conocida al tiempo de los debates, siempre y cuando una 
decisión judicial interna o una decisión de una instancia internacional 
de supervisión y control de derechos humanos, aceptada formalmente 
por nuestro país, constaten un incumplimiento protuberante de las 
obligaciones del Estado colombiano de investigar en forma seria e 
imparcial las mencionadas violaciones.”67 Negrilla fuera del texto original. 
 
La Corte Constitucional, en esta decisión, sin desconocer los efectos de los 
principios legales de cosa juzgada y el non bis in ídem, consideró que las 
expresiones contenidas en la norma acusada, resultaba desproporcionada 
frente a los derechos de las víctimas y al deber de las autoridades de lograr 
la vigencia de un orden justo, cuando se presente una impunidad respecto de 
violaciones a los derechos humanos y las afectaciones graves del derecho 
internacional humanitario por la omisión del Estado de su obligación de 
investigar, de manera seria e imparcial esos crímenes, eventos en los que, 
aunque no exista hecho o prueba nueva, los derechos de las víctimas 
amerita la reapertura de esas investigaciones por violaciones a derechos 
humanos y por graves afectaciones al derecho internacional humanitario. 
 
La decisión expuesta resulta de vital importancia, pues con ella se prefirió la 
interpretación de las normas internacionales así como su entendimiento, 
debido a que en esos casos, no puede dejarse de presente que existen 
principios reguladores universales que acoge la jurisdicción internacional, por 
lo que se permite en el derecho interno el levantamiento de los principios de 
cosa juzgada y non bis in ídem, con la finalidad de favorecer el derecho real 
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y efectivo a la garantía de los derechos humanos en garantía de las víctimas 
en conflicto. 
 
En ese mismo orden argumentativo, la H. Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia, señaló que incluso aunque los hechos violatorios de los derechos 
humanos, hubieran ocurrido antes de la sentencia proferida por la Corte 
Constitucional, antes referida, es lo cierto que el Estado se encontraba en la 
salvaguarda de los derechos humanos en razón de los tratados 
internacionales suscritos en ese sentido, que fueron adoptados por nuestra 
legislación interna de acuerdo con las normas de ratificación y la 
consagración del denominado bloque de constitucionalidad. 
 
En ese orden de ideas, la citada Corporación aplicó el principio de 
convencionalidad, que calificó acertadamente como la obligación de la 
administración de justicia de dar aplicación y supremacía a los tratados y 
convenciones suscritos por el Estado, por encima de las normas locales. Los 
anteriores argumentos permitieron la reapertura del proceso declaró fundada 
la causal cuarta de revisión invocada a favor de las víctimas y dejó sin efecto 
las decisiones de primera y segunda instancia que fueron proferidas por el 
Departamento de Policía Metropolitana de Bogotá y por parte del Tribunal 
Superior Militar68. 
 
Igualmente de este mecanismo internacional ha hecho uso el H. Consejo de 
Estado, quien en su Sección Tercera ha venido aplicando el control de 
convencionalidad, respecto del protocolo de Ginebra en 1949, el cual se 
relaciona con la protección a las víctimas del conflicto armado sin carácter 
internacional, en virtud del cual, dando prelación a dicho precepto 
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internacional determinó la responsabilidad del Estado en procesos de 
reparación directa determinando la tasación de los perjuicios por esas 
omisiones69. 
 
Por último, debe aclararse que la Sala Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia, en forma directa no ha aplicado el principio de convencionalidad, 
pero no significa ello que la citada Corporación no hubiera destacado el 
importante valor de las legislaciones internacionales. Es así como se destaca 
que en el reconocimiento de pensiones de sobrevivientes originadas en los 
riesgos de vejez e invalidez de origen común, inaplicó el principio de fidelidad 
al sistema que fue impuesto por las Leyes 797 y 860 de 2003, por considerar 
que dichas disposiciones violaban el principio de progresividad y atentaban 
directamente con contra los artículos 48 y 53 de la Constitución Nacional, y 
sobre todo, de vital importancia contra la Declaración Universal de Derechos 
Humanos70. 
 
Como se aprecia, los parámetros normativos internacionales han permitido 
ampliar en la administración de justicia, los parámetros de equidad, y en tal 
sentido en determinados casos facultan el desconocimiento de la norma 
interna, tal como se ha explicado en los anteriores casos judiciales. 
 
No obstante, debe mencionarse que es en la jurisdicción ordinaria penal y en 
la jurisdicción contenciosa administrativa, donde se ha efectuado un estudio 
detallado de la figura internacional de control de convencionalidad, dicha 
aplicación se resalta debido al conflicto armado y los delitos de que allí 
provienen que son calificados de lesa humanidad, y en tal sentido obliga a 
                                                 
69 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencias radicadas a los números 23027, 48842, y 
33977. 
70 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala Laboral. Sentencias radicadas a los números 44865 del 20 
de mayo de 2015 (SL 6680 – 2015), 45818 del 15 de abril de 2015 (SL 4346 – 2015) y 53440 del 11 de 
marzo de 2015 (SL 2767 – 2015). 
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acudir a las normas internacionales y aplicar así el control de 
convencionalidad para la reparación y estudio de las conductas delictivas 
que de estos hechos se generan. 
 
Aunque la jurisdicción ordinaria laboral se encuentra un poco rezagada en su 
aplicación, es lo cierto que las decisiones ya están enfocadas a resaltar la 
labor de los instrumentos internacionales, destacando con ello la importancia 
y relevancia del impacto social que tiene esta área del derecho. En el 
presente caso se invita para su aplicación en defensa de la garantía del 
derecho de asociación sindical, que debe contemplarse como una medida 
obligatoria y necesaria, por lo que, para alcanzar esa finalidad le corresponde 
a la administración de justicia hacer uso de los elementos legislativos 
internacionales y acudir a la interpretación de los organismos internacionales, 
pues no puede permitirse que la supresión de un derecho constitucional 
primario se suprima por la actividad legislativa, tal como se expone en la 
presente decisión. 
 
4. La inaplicación del Acto Legislativo 01 de 2005, como garantía de 
protección de la libertad de asociación y negociación colectiva. 
 
A continuación se presentará recomendaciones hechas por la OIT, respecto 
de a partes del Acto Legislativo 01 de 2005, específicamente el parágrafo 2º, 
en lo referente a la limitación de los derechos de negociación colectiva en 
Colombia, esto a pesar de los convenios que sobre el tema han sido 




“”… convenios de negociación colectiva mediante las leyes 27 de 1976 
(Convenio 98 de 1949), 411 de 1997 (Convenio 151 de 1978) y 524 de 1999 
(Convenio154 de 1981)”71.   
 
Lo anterior, es clara evidencia del compromiso adquirido por Colombia en la 
garantía del pleno ejercicio del derecho de libertad sindical, el cual se 
manifiesta en la sindicación de los grupos de trabajadores, y más aún, en el 
desarrollo de la negociación colectiva, la cual ha permitido que las masas 
obreras adquieran beneficios y derechos laborales que dignifican sus 
condiciones de trabajo.  
 
Sin embargo, el Gobierno Colombiano, mediante el acto legislativo 01 de 
2005 restringió el derecho constitucional de negociación colectiva, pues dejó 
sin efecto a partir del 31 de julio de 2010, toda negociación que otorgue 
mayores beneficios en el tema  pensional, evidenciándose una grave 
incidencia del gobierno colombiano en el libre desarrollo de la libertad 
sindical. 
 
Por lo anterior, es clara la vulneración de derechos fundamentales y de rango 
internacional de los grupos de trabajadores colombianos, el desconocimiento 
de los tratados de la Organización Internacional del Trabajo en temas de 
libertad sindical, en razón a la vulneración de derechos fundamentales que 
por bloque de constitucionalidad (artículo 93 Constitución Política 
Colombiana) aplican de manera directa en nuestro derecho interno. Esta 
situación generó la reacción de las organizaciones sindicales, que 
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demandaron la inconstitucionalidad del acto legislativo 01 de 2005, quedando 
en manos de la Corte Constitucional dirimir este conflicto, no siendo más 
desconcertante la decisión de este alto tribunal al declararse inhibido en 
varias ocasiones y dejando en el limbo la valoración constitucional de este 
acto legislativo (C/472-2006). 
 
La inoperancia de la administración de justicia frente a la vulneración de los 
derechos de libertad sindical, sobre todo en el tema pensional donde se 
involucran sujetos de especial protección, generaron la reacción de la 
Organización Internacional del Trabajo, como respuesta a las denuncias de 
organizaciones sindicales como SINTRAISA, SINTRAISAGEN, y 
SINTRACHIVOR, quienes en julio de 2006 presentaron en Ginebra Suiza 
queja en contra del Gobierno Colombiano por el desconocimiento de 
derechos fundamentales de los de trabajadores, dado que el acto legislativo 
01 de 2005 violaba los convenios 87 y 98 de la Organización Internacional 
del Trabajo, los cuales habían sido ratificados por Colombia. 
 
Tras iniciarse la respectiva investigación por parte del comité de libertad 
sindical, en marzo de 2007, el comité rindió informe ante el Consejo de 
Administración y presento las siguientes recomendaciones: 
 
“801. En vista de las conclusiones provisionales que preceden, el Comité invita 
al Consejo de Administración a que apruebe las recomendaciones siguientes:  
  
a) en lo que respecta a los alegatos relativos a la limitación del derecho de 
negociación colectiva en virtud de la reciente adopción del acto legislativo núms. 
01 de 22 de julio de 2005 que modifica el artículo 48 de la Constitución Política 




i) reconoce el derecho de los Estados a reglamentar el sistema de pensiones 
pero subraya la necesidad de que los mismos respeten el principio del derecho a 
la negociación colectiva en este proceso; 
 
ii) en cuanto a las convenciones celebradas con anterioridad a la entrada en 
vigor de la legislación, considerando que las convenciones anteriormente 
negociadas deberían continuar conservando todos sus efectos, incluidos los 
relativos a las cláusulas sobre pensiones, hasta su fecha de vencimiento, 
aunque ésta sea después del 31 de julio de 2010, pide al Gobierno que adopte 
las medidas correctivas pertinentes y que le mantenga informado de la evolución 
de la situación a este respecto; 
  
iii) en cuanto a los convenios celebrados después de la entrada en vigor del acto 
legislativo núm. 01, teniendo en cuenta el resultado del referendo, el Comité pide 
al Gobierno que teniendo en cuenta las circunstancias particulares de este caso, 
y con el fin de garantizar la armonía de las relaciones laborales del país, realice 
de nuevo consultas detalladas con las partes interesadas acerca de las 
jubilaciones y las pensiones, a fin de encontrar una solución negociada 
aceptable para todas las partes interesadas y de conformidad con los convenios 
sobre libertad sindical y negociación colectiva ratificados por Colombia72.” 
 
No obstante, la Corte Constitucional en sentencia T–568 de 1993 indicó que 
“a diferencia de los convenios, las recomendaciones pronunciadas por la OIT no son 
normas creadoras de obligaciones internacionales, sino meras directrices, guías o 
lineamientos que deben seguir los Estados partes en busca de las condiciones 
dignas en el ámbito laboral de sus países mientras que las recomendaciones de sus 
órganos de control en ocasiones son vinculantes”73. 
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Esto quiere decir, que las recomendaciones son meras directrices que no 
obligan al estado colombiano en cuanto su cumplimiento. Sin embargo, en 
reiteradas jurisprudencias, la Corte ha referido que las recomendaciones del 
comité de libertad sindical son vinculantes dentro del ordenamiento jurídico 
colombiano, pues las recomendaciones del comité de libertad sindical 
“constituye una orden expresa vinculante para el gobierno colombiano.  
Colombia está obligada, en virtud de su calidad de Estado Parte del Tratado 
Constitutivo de la OIT, a acatar las recomendaciones del Consejo de 
Administración”. 
 
De acuerdo con lo anterior los convenios que determinen derechos humanos 
y sus garantías deberán ser aplicados en el ordenamiento constitucional 
colombiano, por mandato del articulo 93, y su interpretación constitucional 
conforme los convenios suscritos por Colombia y la OIT, y que versan sobre 
garantías fundamentales como la libertad sindical, las cuales deben aplicarse 
de manera preferente sobre el ordenamiento interno. 
 
No obstante, cuando estos convenios difieren con actos reformatorios de la 
misma constitución, como es el caso del acto legislativo 1 de 2005, deberá 
aplicarse lo que se denomina test de ponderación, analizando su 
constitucionalidad de manera integral y revisando los criterios de 
proporcionalidad, igualdad y razonabilidad. 
 
En las múltiples demandas de inconstitucionalidad, formuladas contra el acto 
legislativo 001 de 2005, se observa dentro de los argumentos principales de 
los demandantes: la modificación de la constitución, la invasión de 
competencias asignadas a las distintas instituciones del poder público, y la 
aplicación de las normas internacionales sobre derechos humanos a través 




Afirman que la invasión de la esfera de separación de poderes no solo 
cambia las competencias asignadas por la constituyente del 91, sino que 
modifica sustancialmente la orientación constitucional, llegando inclusive a 
desconocer el bloque de constitucionalidad. Sobre tal asunto, la Corte 
Constitucional en uno de sus fallos se declaró inhibida al considerar que no 
existió sustitución parcial de la constitución, al precisar que “la Corte 
Constitucional solo es competente para conocer de cargos de 
inconstitucionalidad contra Actos Legislativos que planteen un vicio de 
competencia por sustitución de la Constitución, cargo que debe cumplir con 
los requisitos establecidos en la jurisprudencia74”. “…Estos requisitos son  (i) 
fijar las etapas del examen de sustitución y (ii) prevenir los riesgos de 
“subjetivismo” asociados a la inexistencia de referentes positivos y precisos 
que indiquen cuando una variación de la Carta tiene dicho alcance. Ese 
método, denominado “test o juicio de sustitución” se encuentra compuesto 
por tres etapas básicas cada una de las cuales impone exigencias 
argumentativas específicas”75. 
 
Pero limitar los acuerdos entre empleadores y trabajadores, implica la 
inefable coacción de la libertad de negociar, debido a que impide que dos 
partes, extremos de una relación laboral puedan acordar libremente 
beneficios que generan mayores beneficios para las personas cobijadas por 
estas, se impone un criterio meramente legal, para sustituir la verdadera 
voluntad de las partes, desnaturalizando la esencia de la negociación 
colectiva, principal herramienta en el ejerció de la asociación sindical. 
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La libertad sindical comporta el ejercicio de los derechos civiles y políticos de 
los ciudadanos en general y particularmente el de los trabajadores, derechos 
de talante fundamental consagrados en el ordenamiento internacional y 
ratificados por Colombia, desconocer el estudio de fondo de las demandas 
de inconstitucionalidad, demuestra el flagrante desconocimiento de los 
compromisos y política internacional colombiana, y la verdadera orientación 
de la carta política. 
 
Determinar de plano a través de una reforma constitucional la limitación del 
derecho fundamental de asociación sindical, está en contravía de los 
principales derechos internacionales que se relievan por encima de los 
ordenamientos internos de los países, es así como el autor Ricardo Barona 
Betancourt, precisó: 
 
“…En conclusión, deben preferirse los artículos 39 y 55 de la 
Constitución Política; los convenios 87 y 98 de la OIT; la Declaración 
Universal de Derechos Humanos de 1948; el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y el Protocolo Adicional 
dela Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Protocolo de San 
Salvador, que garantizan el derecho de asociación sindical y la 
negociación colectiva, sobre el Acto Legislativo 01 de 2005. Por tal 
razón, podemos afirmar que las pensiones consagradas en 
convenciones colectivas de trabajo, tienen vigencia después del 31 de 
julio de 2010 y hasta que se encuentre vigente la convención o hasta 
que los trabajadores decidan denunciarla o sustituirla por otra”76, 
solución que se impone como la más ajustada a los parámetros 
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normativos internacionales y que atiende a la supremacía del derecho 
de asociación sindical y su manifestación inherente a su esencia, 
como lo es la negociación colectiva.  
 
El espíritu del acto legislativo 01 de 2005, fija graves limitaciones a los 
derechos fundamentales, entre los que se destacan el derecho de la 
condición más beneficiosa,  favorabilidad, progresividad, que tienen nexo 
causal con la libertad sindical. 
 
Las garantías vulneradas con la expedición del parágrafo 2º del Acto 
Legislativo 001 de 2005, encarnan el desconocimiento de múltiples derechos 
consagrados en normas internacionales, e inclusive de la misma constitución 
política, y despoja a los trabajadores de la posibilidad de negociar 
condiciones más favorables, que les permitan mayores beneficios 
pensionales. 
 
Es necesario traer a colación lo dicho por la OIT frente a la implementación 
del Acto Legislativo 001 de 200577, en la que se recordó por parte del Comité 
de Libertad Sindical que la negociación voluntaria de convenios colectivos y, 
por consiguiente, la autonomía de las partes en la negociación, es un 
aspecto fundamental de los principios de libertad sindical78, por lo que una 
disposición jurídica que modifica unilateralmente el contenido de los 
convenios colectivos firmados, es contraria a los principios de la negociación 
colectiva, así como al principio de los derechos adquiridos por las partes, 
pues indicó que “Si estos derechos, a cambio de los cuales se han hecho 
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concesiones en otros puntos, pueden cancelarse unilateralmente, no podría 
haber ninguna expectativa razonable de estabilidad en las relaciones 
laborales, ni confianza suficientes en los acuerdos negociados”79. 
 
Por otra parte la OIT, señaló el establecimiento de un sistema generalizado 
de pensiones, no va necesariamente en contra de la negociación colectiva. 
“En efecto, si bien el sistema general establece un zócalo mínimo obligatorio 
garantizado a la población en general, nada impediría establecer, por medio 
de la negociación colectiva, un sistema complementario que venga a 
agregarse al sistema general. El Comité estima que cabe aquí hacer la 
diferencia entre las empresas privadas y el sector público. En el primer caso, 
el empleador negociará con el sindicato el posible otorgamiento de una 
pensión complementaria, teniendo en cuenta sus posibilidades y 
perspectivas económicas”. Es decir, que en el caso de las empresas privadas 
no debe limitarse la negociación pensional, pues queda en cabeza del 
empleador asumir la carga económica y en nada se afecta el sistema de 

















                                                 






El derecho de asociación sindical, está positivizado en la Constitución 
Nacional y pertenece al grupo de derechos fundamentales reconocidos a las 
personas, en virtud de ello, el grupo de aplicación, en este caso, los 
trabajadores y empleadores tienen éste mecanismo para garantizar la 
protección de los derechos laborales de carácter económico al interior de su 
empresa, como en extenso se expuso en precedencia. 
 
De acuerdo con lo anterior, se reconoce como canon constitucional de rango 
fundamental, la posibilidad de que los trabajadores en uso del principio de 
asociación sindical a través de la negociación colectiva, fijen los parámetros 
reguladores de las relaciones laborales, instrumento que puede asegurar, 
sobre bases objetivas, mejoras salariales y prestacionales por encima de la 
ley, sin que esté vedado o excluido de su margen de aplicación 
constitucional, ningún asunto generado de la relación laboral. 
 
En este orden de ideas, es preciso indicar que el derecho de asociación 
sindical y la negociación colectiva, fue restringido al limitar su aplicación en el 
Acto Legislativo 001 de 2005, pues al modificarse el artículo 48 de la 
Constitución Nacional se impuso como medida restrictiva, la imposibilidad de 
entablar en la negociación colectiva aspectos relacionados con seguridad 
social en pensiones, pues debe sujetarse a los parámetros legales. 
 
La citada disposición, tuvo como principio regulador la estabilidad financiera, 
el cual fue elevado a canon constitucional en la misma obra de creación, 
positivándolo y fijando aspectos de interpretación para el reconocimiento y 




El anterior punto, resulta de vital importancia, puesto que debe entenderse 
que por el imperio de la ley, se restringió con carácter legal otro principio, de 
igual rango, situación paradójica para ser admitida de facto en el 
ordenamiento jurídico, pues en tratándose de derechos humanos en 
conflicto, es necesaria la ponderación y valoración de la afectación de la 
víctima para inclinarse a favor de uno u otro, por lo que no puede admitirse 
en todos los casos una solución prevista de antemano por una medida 
legislativa. 
 
Es por ello que su lectura invita a que el reconocimiento de los derechos 
humanos, vuelva a las bases antiguas, la más natural, que señala que las 
normas se reconocen en las infracciones, los derechos humanos, en el 
hecho de que sean lesionados. Bajo ese enfoque resulta más claro e 
identificable el derecho fundamental violado y permite un mejor análisis de 
ponderación, puesto que no se resalta la normativización genérica de los 
derechos humanos, sino su verdadera existencia ante la vulneración, que es 
lo que le da su fundamento y le otorga las herramientas jurídicas para que 
haga uso efectivo de su acción en defensa de los mismos. 
 
Tomando como base el anterior análisis conceptual, el punto objeto de 
estudio, la limitación y conflicto de dos principios de rango constitucional, 
merece el análisis de la ponderación de los derechos en conflicto, pues no 
puede admitirse que con la sola imposición legislativa se supere el problema; 
puesto que, esa racionalidad debe obedecer al estudio de las causas que 
generan la vulneración de los principios, sin que pueda anticiparse en cada 
caso individual, corriéndose el riesgo de sacrificar el derecho de asociación 
sindical con la restricción en la negociación colectiva en aspectos de 




Sin desconocer la finalidad que pueda tener la medida legislativa, no se 
aviene al contexto social como la única disponible, ello es así, pues en las 
justificaciones legislativas se tuvo como base los excesos convencionales en 
carácter pensional, pero es lo cierto como antes se expuso, que se debió a 
un mal manejo, sobre todo, en el área pública, pues los administradores de 
paso en las diferentes entidades descentralizadas por servicios negociaron 
sin tener un adecuado presupuesto económico con bases reales en cálculos 
actuariales, omisión que terminó por recargar la responsabilidad del Estado.  
 
Sin embargo, tales actitudes no pueden desacralizar la actividad de 
negociación sindical, pues como solución también se pudo haber impuesto 
como medida legislativa la suficiente veeduría a la actividad de la 
negociación pública en convenciones colectivas,  pero dicho aspecto ni se 
analizó. 
 
Entonces, por malos tratamientos en el pasado al derecho de asociación 
colectiva y la negociación sindical, no puede sacrificarse la actividad sindical, 
pues como acto serio y responsable, en el ámbito privado, pueden pactarse 
prebendas de carácter pensional. Dicha posibilidad antes de limitarse, debió 
ser objeto de análisis y estudio para regularla, en el sentido de admitirla 
siempre que se respeten las normas de la seguridad social. 
 
A modo de ejemplo, puede resultar válido un reconocimiento pensional de 
carácter convencional anterior a la edad legal, siempre y cuando se 
garanticen los requisitos para que opere la subrogación de la obligación. Con 
dicho acto se estimula al trabajador en la negociación colectiva y así mismo 
se garantiza la aplicación del derecho de sostenibilidad financiera, acto que 
demuestra que los dos principios pueden actuar en forma simultánea y no 




Lo expuesto permite ver soluciones distintas a una limitación legislativa a la 
aplicación de un derecho fundamental, pues no siempre con el acto 
coercitivo se asegura la finalidad del principio aplicado, y aunque no se 
desconoce que le medida puede ser benévola en algunos casos, no puede 
admitirse un juicio de igualdad, donde el capital de las empresas públicas o 
privadas le permita asegurar el sostenimiento de ese tipo de prestación, por 
lo que sólo ante el juicio hermenéutico no puede admitirse la restricción de 
un derecho fundamental como lo es la asociación sindical, en toda su 
manifestación plasmada en la Negociación Colectiva.  
 
Colofón de lo anterior, es que la restricción al derecho de asociación sindical, 
resulta contrario a la carta constitucional, y aunque con una norma de igual 
jerarquía se limitó su aplicación al negar la posibilidad de incluir en la 
negociación colectiva temas de seguridad social en pensiones, es lo cierto 
que la validez de la herramienta jurídica utilizada proscribe la posibilidad de 
ejercer un juicio de valoración y ponderación de dos derechos fundamentales 
frente a casos particulares, con lo que se sacrifican valores más altruistas y 
con más fundamento histórico que la sostenibilidad financiera. 
 
Ante esa situación, se requiere utilizar una medida efectiva frente a 
vulneraciones del derecho de asociación sindical, que en este caso en 
particular, por estar la discusión ubicada en normas de igual jerarquía 
constitucional en el ámbito nacional, se hace necesario acudir a una 
herramienta jurídica internacional, como lo es el principio de 
convencionalidad figura de obligatoria aplicación en nuestro ordenamiento 
jurídico en virtud del bloque de constitucionalidad, que se constituye en el 
mecanismo idóneo para salvaguardar la verdadera aplicación del derecho 
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fundamental de asociación sindical, sin que sus bases fundamentales sean 
vulneradas por disposiciones legislativas. 
 
Recuérdese que el artículo 16 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos es de obligatorio cumplimiento y de orden supralegal que 
prevalece sobre el ordenamiento interno nacional. 
 
Lo expuesto, nos lleva a concluir que es viable la aplicación del control de 
convencionalidad sobre el parágrafo 2º del Acto Legislativo 001 de 2005, por 
cuanto que es evidente la vulneración de los derechos de libertad de 
asociación y negociación colectiva. Pero tal fin ha sido  inoperante, en razón 
a la controversia y temor de los operadores jurídicos en la no aplicación de 
las reglas constitucionales que regulan el Acto Legislativo 001 de 2005. 
Pues se encuentran frente a dos normas de rango constitucional, donde 
finalmente es sacrificado el derecho a la negociación colectiva y prevalece la 
sostenibilidad del sistema, cuando éste, no debe interferir en el 
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